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P R E L I M I N A R

Estudiaremos el derecho de los vecinos o ciudadanos a reclamar fren-
te a los actos y acuerdos de la Administración local, bien se pueda veri-
ficar por vía directa o administrativa, bien mediante el procedimiento
conteneioso-administrativo (vía jurisdiccional), agotada la vía adminis-
trativa, lo cual completa la intervención que los ciudadanos pudieran te-
ner en la Administración local, mediante los derechos de iniciativa, de
referéndum o de destitución (1).

Raro es el Tratado de Derecho Administrativo español que no- dedi-
que bastante espacio a la defensa de los intereses públicos y de la legis-
lación, en sentido simplemente objetivo y colectivo, promovido o provo-
cado por los particulares, y en torno del recurso objetivo jurisdiccional,

(1) Vid. DANA MONTANO, LOS procedimientos de gobierno directo por el pueblo
en el Régimen mimicipal argentino, Sania Fe, 1938.
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y asimismo artículos de Revistas, aunque un trabajo monográfico, fuera
del de FERNÁNDEZ DE VEÍASCO, sobre «la acción popular» en nuestra doc-
trina de Derecho administrativo, no existe, y mucho menos que estudie
el recurso objetivo no solamente ante los Tribunales contencioso-adíninis-
trativos, sino ante la propia Administración en sus diversos grados, in-
cluso en el municipal, como no sea el propio FERNÁNDEZ DE VELASCO en
la aludida monografía (2), aunque no siempre se utiliza la vía jerárqui-
ca, como sucede en todo régimen de autonomía administrativa (3), lo que
sólo en parte se logra en el Derecho español, pues en otra subsiste des-
centralización administrativa y bien atenuada, como en materia financie-
ra, que ya linda con-la centralización.

Nos proponemos en este artículo presentar Ja posibilidad que tiene
todo ciudadano en España de promover la garantía jurídica de Jos inte-
reses públicos frente a la Administración local, aunque carezca de un
derecho subjetivo reconocido en su favor por disposición general, o acto
administrativo cualquiera, por la vía jurisdiccional, previa la adminis-
trativa, o solamente por ésta.

SECCIÓN I.—Recurso objetivo jurisdiccional de anulación contra los actos
de la Administración local.

El recurro por exceso de poder que ha desarrollado el Consejo de Es-
tado francés, podemos de una manera sistemática clasificarlos en recursos
contra actos reglados y recursos contra actos discrecionales *jue han sido
impugnados en virtud de un détournemeiU de pouvoir (desviación de po-
der). La declaración que los Tribunales hayan de hacer respecto a los
actos anulados en la jurisdicción objetiva, en el recurso por exceso de
poder, es de tal naturaleza, que no sólo surte efecto respecto del que
promueve el recurso, «ino de todos los interesados en Ja nulidad del
mismo. Es una declaración de nulidad erga omnes.

(2) Editorial Rcus, págs. 87 y ss. En la defensa o garantía de los intereses colec-
tivos no sólo por vía jurisdiccional, sino ante la Administración, divulgando el término
acción popular, se han destacado lo? italianos sobre los franceses, a pesar de que el
recurso objetivo tiene su origen en el Consejo de Estado francés. Así, PRESTIDONATI,
L'azioni populari, 1904; MANCA, Sulla natura giwidica dell'nzioni populari, en «Studii
economico-giuridiclii pubblici», de la Universidad d<; Cagliari, 1911; BERTOI.INI, Delta
garanzie della legalitá ,in ordine a la funzioni amministrativa («Saggi di Scienza e
diritto pubblco», vol. II); BONAUDI, La tutela degli iníeresse colletivi, 1911.

(3) EINSIMMAN, a la ausencia de intervención superior en una Administración la
llama autonomía perfecta, equivalente al Selbs-vewaltung alemán, y cuando compartí:
la actividad del órgano de la Administración inferior la del superior, autonomía im-
perfecta, aunque recoge la doble terminología en Kclsen, de acuerdo con el aludido
concepto dual en su equivalencia lingüística germana (Vollkommene, centralización,
y Unvolkonunene, descentralización). (EINSEMMAN, Cenlralizution et descentralization,
1948, págs. 86-87-135 y 136).
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En el recurso por exceso de poder la autoridad de la decisión es abso-
luta, es decir, se impone no solamente a la Administración, sino a todos,
en interés de todos, no solamente en interés del recurrente, como sucede
en el recurso de jurisdicción subjetiva. Todo acto administrativo reglado
que no esté adecuado a su regulación, y si se quiere, mejor toda infrac-
ción de Derecho por el acto administrativo debiera originar el recurso
de anulación y no solamente cuando haya una lesión de una ley en sen-
tido formal, sino una infracción de un negocio jurídico-público, de un
contrato realizado entre la Administración y los particulares, o una
infracción de vina sentencia—en "la que, por otra parte, debe haber un
respeto por la cosa juzgada—, en suma, siempre que haya infracción de
derecho administrativo, pues amén del recurso de plena jurisdicción ejer-
citable, por el que ha sido lesionado en él subjetivamente, debiera admi-
tirse dicho recurso de anulación contra el acto irregular utilizable por
otros interesados, sin que por eso pierda su carácter controlador de la
legalidad, pues el contrato o la sentencia concreta tiene virtualidad jurí-
dica y su fundamento en un proceso objetivo. Cuando se ponen en juego
los medios para restaurar la ley, se dice que se interpone un recurso de
legalidad.

En España, con carácter general, se niega la jurisdicción objetiva.
En el artículo primero de Ja Ley de lo Contencioso-administrativo de 22
de junio de 1894. hoy del texto refundido de 8 de febrero de 1952, se es-
tableció como requisito indispensable para el ejercicio del recurso con-
tencioso-administrativo : «Que vulneren un derecho de carácter adminis-
trativo establecido anteriormente en favor del demandante por una ley,
un reglamento u otro precepto administrativo.)! Tampoco es admisible
en el texto refundido (párrafo 1.°, art. 4.". de la Ley de 1894) el recurso
de anulación por desviación del poder, y así en el artículo 4.", párrafo 4.".
se excluyen : «Las cuestiones que por la anturaleza de los aclos de los
cuales procedan o de la materia sobre que versen se refieran a la potes-
tad discrecional.»

La Constitución española de 1931, en su artículo 101, pretendió esta-
blecer el recurso de nulidad por desviación del poder al decir : «La ley
establecerá recursos contra la ilegalidad de los actos o disposiciones ema-
nadas de la Administración en el ejercicio de su potestad reglamentaria,
y contra los actos discrecionales de Ja misma, constitutivos de exceso o
desviación de poder.» De hecho ninguna ley estableció estos recursos con-
tra la Administración central, ni en general contra los actos discreciona-
les, por lo que en realidad nunca tuvo vigencia.

Por otra parte, la Constitución republicana confundió el exceso de po-
der con la desviación de poder, ya que el recurso francés de .exceso de
poder es un concepto genérico, en tanlo que el recurso por desviación
de poder es específico, entrando a formar parte de los recursos de exce-
so de poder.
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Debemos de fijarnos que este recurso por desviación de poder preten-
de que la jurisdicción ejercite funciones que no le son propias, porque
si hemos defendido en otros escritos una separación absoluta de poderes,
habremos de propugnar que la jurisdicción no controle los actos discre-
cionales y no tengan facultades para declarar Ja nulidad de un acto dis-
crecional de 1» Administración, pues hacerlo así equivale a entrometerse
en la verdadera función objetiva administrativa; en una palabra, admi-
nistraría, que no es lo mismo que juzgar un acto administrativo, que,
aunque no esté reglado o enmarcado por una ley o un reglamento, puede
serlo por la costumbre o los principios generales del Derecho, que extin-
gue la discrecionalidad (4).

Se explica que el Consejo de Estado francés haya llegado a donde se
propuso, ya que, por estar incorporado a la Administración, nada de par-
ticular tenía que se le haya facilitado el controlar los actos discreciona-
les de la Administración; pero en España el enjuiciamiento de las facul-
tades discrecionales por la jurisdicción, teniendo en cuenta su separación
de la Administración, entraña el peligro de que aquélla se entrometa en
facultades de la competencia de la Administración, quebrantando el prin-
cipio de la separación de poderes, siendo posible además una desviación
de poder por parte de Jos Tribunales que luego nadie controlaría.

Por estas razones estimamos justificada la posición del legislador es-
pañol al no recoger el principio de Ja Constitución republicana sobre el
recurso por desviación de poder, en la Ley de 18 de marzo de 1944 y en
el texto refundido de la Lev de 8 de febrero de 1952.

Sin embargo, se admite el recurso contencioso-administrativo de ilega-
lidad en la Administración local. El artículo 253 del Estatuto municipal
admitió ya el recurso «por infracción de disposiciones administrativas con
fuerza legal, cuya observancia pide cualquier vecino o Corporación, aun-
que no haya sido agraviada individualmente en sus derechos».

Líos actos dimanados de las autoridades municipales que se opusieran
a disposiciones de carácter general dimanadas del Poder ejecutivo podrán
ser impugnadas también en virtud de lo dispuesto en el aparatdo k), nú-
mero 1.°, artículo 223 de la Ley Municipal de 31 de octubre de 1935,
aclarando lo disptiesto en el artículo 253 del Estatuto municipal, que
admitía interposición del recurso por infracción de disposiciones admi-
nistrativas con fuerza legal (5), según acabamos de exponer. ¿Qué que-

(41 Vid. CLAVERO ARÉVAÍ.O, El recurso contencioso-administrativo y los principios
generales del Derecho. «Bol. del Colegio Nacional de Secretarios de Administración
Lo«al», núm. 95, nov. 1952, 574, 5 y 6, pág«. 578 y ss., y Consecuencias de la concep-
ción del Derecho administrativo como ordenamiento común y normal, en «Revista Ge-
neral de Legislación y Jurisprudencia», nov. 1952, págs. 557 y 567. Consúltese, 1941,
mi Manual de Derecho administrativo, págs. 157-159.

(5) Sobre precedentes del art. 253, véanse proyectos de la Ley de Répimen Local
de MAURA, 1903 (base 5.») y 1907, a intento? o iniciativa de GOICOECHEA en el año 1913
y GASCÓN Y MARÍN en 1917.
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ría (ficho precepto decir con fuerza legal? ¿Que emanase del Parlamento
o que tuviera la eficacia jurídica de una ley en sentido material? En rigor
de expresión, éste tenía que ser el sentido; si no, diría meramente por
infracción de leyes y no por infracción de disposiciones administrativas
con fuerza legal, y aún podían entenderse aquéllas como leyes materiales.

La cuestión quedó aclarada suficientemente en el texto aludido de la
Ley Municipal de 1935. Dicho texto introdujo el recurso de anulación
por violación material de disposiciones administrativas, bien sea legal,
reglamentaria o de prescripción autonómica.

Por prescripción autonómica, sin duda la Ley de 1935 aludía a los
propios Reglamentos y Ordenanzas municipales, es decir, votados por la
propia Administración municipal (Pleno municipal) en el ejercicio de
la potestad reglamentaria (arts. 102, apartado B: 105, núm 7, y-capítu-
lo V de la Ley de 31 de octubre de 1935), o por Comisiones locales inte-
gradas por los Ayuntamientos y funcionarios municipales, tratándose de
reglamentos referentes a éstos (art. 187, párrafo 2.°, de la mencionada Jey).

La Ley Municipad de 1935, a imitación francesa, incorporaba otros
motivos para impugnar por el recurso de nulidad—o de anulación, como
dice—los actos administrativos municipales : 'a) El vicio de forma, y b) La
incompetencia por razón de la materia.

a) Como las formalidades han de ser prescritas en una ley material
administrativa (ley propiamente dicha,, reglamento o prescripción auto-
nómica), holgaba el mentar el motivo de vicio de forma, pues de no se-
guir las formalidades requeridas en la disposición administrativa de ca-
rácter general, se entendería que habría violación de la misma, caso es-
tudiado ya.

6) La incompetencia habría que alegarla fundada en otra norma de
carácter general, si bien ésta pudiera ser de carácter civil, no adminis-
trativa; por tanto, también por ilegalidad.

La Ley de Régimen local de 1950, artículo 386, apartado b)—Base 5.'
de la Ley de 17 de julio de 1945—, considera el vicio de forma como una
ilegalidad, pues el recurso de anulación se admite por incompetencia,
vicio de forma o cualquier otra violación de leyes o disposiciones admi-
nistrativas, y no distingue si de carácter general o no, por lo que puede
aer, pues, por violación de un contrato, siempre que el recurrente tenga
un interés directo en el asunto, y puede serlo también por violación de
la costumbre administrativa o de un principio general administrativo.
No se reduce, como en la Ley Municipal de 1935, a disposición adminis-
trativa legal, reglamentaria o de prescripción autonómica, o sea de un
reglamento de la Administración municipal (6).

(6) SANTT ROMANO (Teoría della'anulamenlo nel Diritto amministrativo, en «Scrhtj
Minori», vol. II, 1950. pág. 332) extiende la ilegalidad de los actos administrativos
no sólo respecto de las leyes en sentido esíricfo, sino de lo? reglamentos, de los esta-
tutos y en general de cualquier norma de Derecho objetivo, cualquiera que sea su
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Se aplica también contra los actos o acuerdos provinciales, aunque para
mí, contra actos y acuerdos era ya admisible el recurso de anulación en
caso de infracción de disposiciones legales, por otorgarse esta facultad a
los interesados en el artículo 169 del Estatuto provincial, aun cuando
hubieran de pedirlo personas que de algún modo tenían un interés di-
recto, como los solicitantes de oposiciones o concurso de funcionarios o
los licitadores en contratos de obras públicas, pese a que el espíritu del le-
gislador o, por lo menos, del autor del Preámbulo era excluir la acción
popular, cuando consignaba en éste, al hacer examen comparativo en
materia de garantías jurídicas entre el Estatuto provincial y el munici-
pal, que : «Los recursos serán los mismos que se admiten en el Estatuto
municipal, salvo el de reposición y los de índole penal, que tratándose

fuente. Para ZANOBINI, sin embargo (Corso de Diritto amm., vol. I, 1947, páe. 69),
los principios generales del Derecho, pese a lo dispuesto en el artículo 12 del Código
civil italiano de 1942, no es fuente de Derecho objetivo, sino simplemente interpreta-
tiva y de conocimiento y aclaración.

Se amolía la base de la irregularidad del atto administrativo en la Ley de Régi-
men local—infracción del Derecho objetivo—, por intervención en el seno de la Po-
nencia de la Comisión de Gobierno de las Cortes Españolas que votaron la Ley de
Bases de 1945. Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, El proceso administrativo en la L. R. L. española,
«Revista de la Facultad de Derecho de México», núms. 3-4, págs. 280-281.

Este autor (La justicia administrativa en España, REV. DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA,
núm. 6, sept. 1945, pág. 168) censura la consagración del recurso objetivo de lesividacl
(art. 391, L. R. L.l, cuando por nosotros es o debe ser admisible contra la Adminis-
tración central, pues precisamente, utilizando el propio argumento de CLAVERO ARÉVALO
(El recurso contencioso-administrativo de lesividad, «Rev. de Estudios de Administra-
ción Local», núm. 65, sept.oct. 1952, pás. 663), el principio general de Derecho «que
donde la Ley no distingue no se debe distinguir», el art. 2.» de la Ley de lo Con'en-
cioso-administrativo (Ley de 1894), que introdujo el recurso de lesividad, no aludía
para nada al arl. 1.°, por lo cual tampoco había que agotar la vía gubernativa. Mas
hoy, al incorporar al texto refundido de dicha Ley (art. 2.«) el art. 391 de la Ley
de Régimen local, que dice: «Las Autoridades o Corporaciones locales podrán inter-
poner, ante el Tribunal provincial de lo Contencioso, recurro contra EOS propias deci-
siones, previa la correspondiente declaración de lesividad para los intereses económi-
cios de la Corporación local respectiva, siempre que dichas decisiones impliquen, ade-
más, vulneración de un derecho administrativo de la referida Corporación o violación
de leyes o disposiciones administrativas que motive recurso de anulación», sin cuidarse
de hacerlo respecto de las decisiones del Estado, considera a éste de peor condición
que a la Administración local; ello obedece a aclarar una cuestión oue en la Ley de
Racimen local no necesitaba aclaración, y al refundir el texto aludido en la Ley de
lo Contencioso se pretende dar una interpretación restrictiva (potius dixit quum voluit),
cuando, a mi ver, la interpretación analógica debe ser extensiva (minus dixit quam
voluit).

El argumento de la competencia que en dicho lugar rearguye CLAVERO—derecho
facultad para perseguir, pues, de la Administración—, es renunciable por correspon-
der a la iniciativa de la Administración. Su no ejercicio no es infracción de un
administrativo subjetivo. Otra cosa es la competencia en fines obligatorios. No ejerci-
tarle es infracción de Derecho objetivo, no subjetivo, como la arrogación de atribu-
ciones de un órgano, por pertenecer a otro—verbigracia, la Comisión permanente del
Ayuntamiento ejerd las que pertenecen al Pleno municipal—, hay infracción de De-
recho subjetivo, sin que se niegue que la atribución sea también un derecho subjetivo.
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de Diputaciones son innecesarios por variados motivos no dignos de men-
ción. E idéntica será la tramitación de aquéllos, y especialmente dej con-
tencioso, que subsista con Ja gratuidad y sencillez de que le rodean tan-
to dicho Estatuto cuanto su Reglamento; la única salvedad es la de la
publicidad de acción, que siendo vital en la esferu municipal, por con*
sideraciones democráticas y para garantía del ciudadano, no lo parece
en la esfera provincial, que no se halla en contacto directo ni con todos,
ni siquiera con la mayoría de esos mismos ciudadanos.»

Hoy el recurso objetivo de nulidad es admisible, tanto contra, la Adnii-.
nistración municipal como contra la provincial (7), ya que el título en
que se recoge (el V, «Régimen jurídico»), es común a ambas esferas (8)
por figurar en el Libro III con esta rúbrica: «Disposiciones comunes a
la organización y a la Administración de Municipios y Provincias».

El recurso de anulación debe provocarse por un número amplio de
personas para que adquiera el verdadero sentido de acción popular; pero
no por cualquier clase de personas, porque entonces podrían estar per-
turbando constantemente la Administración. El Conlencioso-administra-
tivo francés, o sea el Consejo de Estado francés, exige para la admisi-
bilidad del recurso que el recurrente tenga interés directo, o reflojo al
menos, como el que puede afectar a todo contribuyente del Municipio
en el cual el Ayuntamiento acuerde dictar normas para exigir determi-
nado arbitrio, o el de toda persona que acuda a un concurso o a una
oposición en la que suele haber intereses particulares al lado de un in-
terés general que se traduce en ese concurso se resuelva con arreglo a
la legalidad; claro está que esc interés puede estar reducido a un número
determinado de personas.

La nueva Ley (art. 386, up. fe) requiere, para interponer el recurso
de anulación, que el recurrente tenga un interés directo en el asunto re-
currible, que puede ser económico o moral (9), ya que la ley no circuns-
cribe el ámbito del interés directo a que sea exclusivamente material (10).

En los acuerdos sobre contribuciones de arbitrios, hay personas di-
rectamente interesadas en impugnarlos, que son los propios contribu-
yentes, o los posibles contribuyentes—tratándose de nuevos tributos—, e»

(7) Para los acto? administrativos posteriores al I tJ<" marzo de 1950 (Disposición
1.», final, L. R. L.). El texto refundido de la Ley de lo Contencioso (8-II-952) no re-
coge la disposición 1." transitoria aludida por GONZÁLEZ PÉREZ en su artículo Normas
transitorias sobre el proceso administrativo local, en «Rev. General de Dcho.», Valen-
cia, junio 1951, núm. 81, pág. 251.

(8) Vid. SIMÓN DE TOBAUNA. Algunos aspectos del novísimo Reglamento de orga-
nización, perfeccionamiento y régimen jurídico de las Corporaciones locales, «Bol. del
Colegio de Secretarios de Administración Local», sept. 1952, núm. 93, páes. 464-<>5.

(9) Aunque la Ley no lo dice, EC sobrentiende un interés actual, no simplemente
potencial. V. DE G. PÉRE7. El proceso en la Ley de Régimen local española, 1951, se-
parata de la «Rev. de la Facultad de Dcho. de Méjico», pág. 277.

(10) Vid. Dirtílo Ammin., II, «La Giustizia amministrativa», 1950, págs. 129-30.
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decir, las personas que van a aportar al Municipio una cantidad de dine-
ro en calidad de contribución o de impuesto; y hay otras personas que
por el mero hecho de pertenecer a la Corporación o al Municipio, per-
sona jurídica, entidad pública, puede tener también un determinado in-
terés—caso contrario a las otras—, que aumenten los tributos para tener
bien dotados los servicios públicos, que sólo pueden reclamar cuando és-
tos estén mal dotados, o no se implanten si son de carácter obligatorio.

La nueva Ley (Base 57, art. 372 de la articulada) otorga a toda per-
sona natural o jurídica, domiciliada en el término, interesada en el f.unlo,
facultad para dirigir peticiones a las Autoridades o Corporaciones loca-
les en materia de su competencia. A estos efectos, basta un interés indi-
recto, y la petición la pueden hacer los no emancipados—aunque por sus
representantes—-y los extranjeros—puesto que unos y otros pueden ser
domiciliados—(Base 5.", párrafo 4.°); pero no podrán continuar contien-
da administrativa objetiva mientras carezcan de los requisitos para actuar
en juicio—emancipación—y un interés directo.

La Ley Municipal de 1935 (art. 223) ya incluía como parte legítima
en el recurso d enulidad a toda persona individual o jurídica ,-jue invoca-
ra un interés agraviado. Se restringía, por tanto, el concepto de acción
popular que otorgaba el artículo 253, núm. 2, del Estatuto municipal,
que atribuía la facultad de interponerlo a todo vecino. Interesado agra-
viado de un acuerdo municipal, hoy interesado directo, se entenderá un
contribuyente, respecto de la implantación de un arbitrio que le afec-
te (11), no el vecino, como dijimos, puede tener interés contrario (12),
aunque puede pedir la anulación de un acto administrativo denegando un
servicio obligatorio; el licitador de una subasta que no se le adjudicó,
el concursante a una plaza de funcionario que no se. le haya atendido.
Los tales pudieran no ser agraviados de un derecho administrativo que
aún no gozaban: pero sí de un interés directo en que se cumpla estricta-
mente la ley, cosa que no todos los vecinos pueden tener.

Para interponer el recurso de anulación se requiere presentar previa-
mente el de reposición ante la Autoridad o Corporación local que lo hu-
biese dictado o acordado en plazo de quince días siguientes a su notifi-
cación o publicación, siendo potestativo utilizarlo contra las denegacio-
nes tácitas (13). Si transcurren quince días sin ratificar la resolución, se

(11) Este criterio se mantenía en el artímln 301, en'las reclamaciones contra la
imposición municipal, en relación con el 302 y 317 del Estatuto Municipal, que se
admitía el recurso conteneioso-administrativo ¡inte el Tribunal competente contra el
acto del Ministerio del ramo, que resuelve en última instancia gubernativa dichas re-
clamaciones.

(12) Podrá tener interés directo un vecino en «ponerse a la implantación de un
tributo, si se introduce uno infringiendo la prestación de exacciones siendo do mayor
rendimiento el tributo precedente omitido.

(13) Se entenderá denegada toda petición o reclamación, si pasados tres meses des-
de su entrada en el Registro sin que se notifique o publique su resolución y denun-
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entiende desestimado el recurso. El recurso de anulación ante el Tribu-
nal provincial se interpondrá en plazo de un mes a partir del acto resol*
viendo el recurso de reposición (14) (arts. 377, 386 y 387, Ley R. L.).

Volveremos sobre este último aspecto cuando tratemos de los recur-
sos simplemente administrativos.

SECCIÓN II.—RecUimaciones y recursos administrativos contra los actos de
la Administración local.

Administrativamente es más amplia la vía del recurso de los intere-
sados, hasta alcanzar categoría de acción popular, o al menos vecinal,
por lo que los particulares ejercen, por decir así, una función pública (15,)
sin necesidad de proteger un derecho subjetivo, es decir, un interés sub-
jetivo y exclusivo, protegible jurídicamente, basta un interés económi-
co o moral, como puede ser el del vecino cuya acción beneficie econó-
micamente a otros, en cuyo caso se trata de un concepto extrajurídico (16),
y a veces sin invocar una ilegalidad, sino un simple agravio administra-
tivo, de conveniencia u oportunidad, lo que no es admisible en vía juris-
diccional, como el recurso de mérito italiano (17), salvo la excepción
del propietario expropiado por lesión de la sexta parte (art. 117 Regla-
mento de 14 de julio de 1924, en concordancia con el 35 de la Ley gene-
ral de Expropiación forzosa).

Sistematizaremos esta clase de recurso administrativo en las materias
siguientes :

T. Organización.
II. Derecho de vecindad.

ciada la mora dentro del año. contado desde su presentación, transcurre otro mes fin
resolver (art. 374 Ley de R. L.l.

(.14) En el ea-o de que éste no fuese adoptado en el plazo de quince dias, el par-
ticular podrá interponer el recurso contencioso-administralivo dentro del año siguiente
a la fecha en que presentó el recurso de reposición. No obstante, si antes de presen-
tarlo recayera durante este año resolución expresa de la Autoridad local, el plazo para
interponer recurso contencioso será el de un mes, a contar desde la notificación ofi-
cial (art. 388, núm. 2, L. de R. L.).

(15) SA'NDUI.I.I, Mmtunle di Diritto amministrativo, 1952, pág. 453.
(16) El interés, aunque no sea exclusivo del actor, reclamando una prestación

económica o de un servicio para sí, sino que redunde en beneficio de la comunidad
a que pertenece el actor interesado, no se puede hablar de un concepto extrajurídico
—como parece atribuir FEK.N.ÍNDEZ DE VELASCO. IM acción popular era el Derecho admi'
nistrativo, 1920, púi;. 26, si el protegido juridiccionalmcnte, si a la par que un be-
neficio público, romo ya lo es el velar por la legitimidad del acto administrativo,
se tutela un beneficio singular o proporciona una mayor asequibilidad o probabilidad
para obtener un beneficio del particular, del actor. (Vid. BoxtUDí, La Tutela degli
inxeresse colletiri. 1915, páe. 37).

(17) Vid. AI.K.KS!, Diritto amminislralivo^ 1950, pág. 185.
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III. Derecho electoral.
IV. Ordenanzas y Reglamentos.
V. Planes y proyectos de obras.

VI. Contratación de obras y servicios públicos.
VII. Municipalización y provincialización de servicios.

VIII. Bienes comunales.
IX. Multas.
X. Defensa de los derechos de la Administración local.

XI. Haciendas locales.
XII. Procedimiento administrativo previo al ejercicio de acciones

contencioso-administrativo.
XIII. Recurso de agravios en materia de Administración local.

I. ORGANIZACIÓN.—Dividiremos este apartado en otros cuatro : A) Al-
teración de términos municipales: B) Cambios de capitalidad; C) Entida-
des locales menores; D) Carta municipal.

A) Alteración de términos.—En los caaos de fusión de los Municipios
o unión forzosa de un Municipio a otro, además del acuerdo de cada
Ayuntamiento interesado, adoptado con el quorum, prevenido en el ar-
tículo 303 de la Ley de Régimen local (2/3 del número de hecho, o al
menos la mayoría absoluta legal de concejales), el expediente se expon-
drá aj público para recibir reclamaciones de éste—entendemos que será
de los vecinos—-, que deberán resolverse por la aludida Corporación con
el mismo quorum del artículo 303 de la Ley (art. 20. núm. 2, L. R. L,.
y 15, núms. 2 y 3 del Reglamento de Población y demarcación territorial
de 17 de mayo de 1952).

También hay intervención o iniciativa vecinal por mayoría para in-
coar expediente de segregación de parte o partes de un Municipio a fin
de agregarlo a otro, o para constituir otro independiente (art. 19, núme-
ros 1.* y 20, núm. 1.°, del Reglamento aludido).

La vecindad se acreditará en los dos casos—pese a que el Reglamento
de Población y demarcación territorial aludía sólo al de segregación de
parte de un término municipal para formar Municipios independientes,
precepto que sirve para darle interpretación analógica al de segregación
de uno a otro Municipio—por certificación del Secretario del Ayuntamien-
to respectivo, extendida al final de las firmas que suscriben la solicitud,
cuyos vecinos podrán ser requeridos a ratificación en las Consistoriales
a requerimiento de la Alcaldía, si tuviera duda de la autenticidad de una
o varias firmas, salvo que el escrito de petición fuese autorizado por No-
tario (art. 44, párrafo 1.°, en relación con el 19, I, 1.°, del Reglamento
de Población).

En lo que respecta a la determinación de deslinde o líneas fronteri-
zas, caso de no venir las Corporaciones afectadas a un acuerdo, no se
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admite acción o recurso alguno vecinal, resolviendo en definitiva el Mi-
nisterio de la Gobernación, previo informe del Instituto Geográfico y Ca-
tastral y dictamen del Consejo fie Estado (art. 32 del Reglamento de De-
marcación) (18).

B) Cambio do capitalidad.—El acuerdo de cambio de capitalidad de
un Municipio por los motivos especificados en el artículo 36 del Regla-
mento de Población y demarcación territorial, se requerirá con el quo-
rum predeterminado en el artículo 303 ya aludido de la Ley, así como
para la resolución de Jas reclamaciones que hagan los particulares o en-
tidades que se creyeren perjudicadas, durante el período de exposición
al público no inferior a treinta días.

Es decir, que si dicho quorum, requiere para cambiar la capitalidad.
o sea 2/3 del número de hecho, y como mínimo la mayoría absoluta le-
gal, al menos (art. 303, ap. fe), Ley de R. L.), las reclamaciones que se
opongan al cambio de capitalidad para rechazarlo se requiere dicho
quorum, puesto que es el exigido para adoptar el acuerdo sancionador
del cambio, aun supuesto que no haya reclamaciones (art. 36, ap. &), del
Reglamento de P. y D. T. de E. L.).

C) Entidades locales menores.—Cuando se trató en diversas Comi-
giones, de que formé parte, tauto en el Ministerio como en las Cortes Es-
pañolas, pude observar cierta frialdad en punto al reconocimiento de
nuevas Entidades locales* menores, pese a la necesidad de incorporar como
tales pueblos, que sin tener fisonomía y población para erigirse en Mu-
nicipios, precisaban una cierta vida económicamente autónoma para admi-
nistrar y regular el aprovechamiento de bienes comunales, o para per-
seguir fines de índole local.

Se logró que se respetasen en la Base 4.* de la Ley de Bases de Ré-
gimen local de 17 de julio de 1945 las Entidades locales menores que a
la vigencia de la Ley existieren, y a mi propuesta se aceptó que cuando
por la supresión de Municipios o alteración de sus términos pasasen a
formar, parte de otro Municipio, poblados, aldeas, barrios o caseríos., se
instituyeren o transformasen en Entidad local.

Mas el Gobierno, al articular la Ley y reglamentarla en torno a la
demarcación y organización administrativa territorial, fue más generoso
que el legisldor. Así. pues, la Ley articulada, art. 23, concede el dere-
cho de erigirse, en Entidad local menor no sólo al Municipio extinguido
y a los poblados segregados, sino a los núcleos *irbano3 de nueva crea-
ción (19), es decir, que si por cualquier coyuntura (industrias, ruina».

(18) Intervendrá en los deslindes cuando afecte a los límite» de la Provincia por
incorporación de todo o parte de un Municipio a otra Provincia, una representación
de la Diputación provincia] afectada.

(19) Vid. mi trabajo La nueva I^ey de Régimen local. Innovaciones y aclaraciones
a la Lev de Bases. uReviíta de Estudios de la Vida Local», año 10. núm. 57; separata,
1951, págs. 1 y 2.
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comunicaciones, estaciones balnearias o estivales, etc.) surgiesen en el
Municipio núcleos urbanos aislados, éstos pueden constituirse en Enti-
dad local menor.

Pero, aún más, según el artículo 41 del Reglamento de Población y
demarcación territorial, a petición de los cabezas de familia, y por acuer-
do del Ayuntamiento o resoluciones del Consejo de Ministros, se autori-
zarán nuevas Entidades menores, respecto de los caseríos o poblados que,
bajo la denominación de Parroquias, Lugares, Aldeas, Anteiglesias, Ba-
rrios, Anejos, Pagos y otros semejantes, formen núcleos separados de edi-
ficaciones, familias y bienes, con características peculiares dentro de un
Municipio, por otras circunstancias, además de los casos predichos :
a) Supresión de un Municipio o alteración de términos municipales pa-
sen núcleos de ellos a formar parte de otros Municipios (20) (Base 4.a alu-
dida); y b) De la formación de núcleos urbanos de nueva creación que se
considere necesario dotarlos de Administración propia, cuando las fincas
adquirida.» por el Instituto de Colonización no reúnan los requisitos exi-
gidos para constituir Municipio, pero que sean asiento permanente de
un número de población y siempre que se solicite con arreglo a lo que
establece el íteglamento de Población y demarcación territorial.

En el caso de extinción de Municipios (21), como en el de alteración
de términos aludida, la constitución de la Entidad debe de ir precedida
de petición de la mayoría de los cabezas de familia residentes en el terri-
torio, que haya de servir de base a la Entidad, y ha de ser sometido a
confirmación pública, fijando copia del escrito de petición en las puer-
tas de la Casa Consistorial del Juzgado correspondiente—se sobreentiende
Municipal, Comarcal o de Paz—y en las Iglesias parroquiales o anejas
comprendidas dentro del núcleo que se trate de erigir en Entidad menor
(art. 43, núm. 2, y 44, núm. 3).

En los casos de formación a) de núcleos urbanos o b) núcleos rurales
por colonización, pueden ser erigidos los nuevos poblados en Entidad lo-
cal menor por el Gobierno, previa propuesta del Ministerio de la Gober-
nación, caso a), y del Instituto de Colonización, caso b), e informe del
Ministerio de la Gobernación (arts. 7 y 43, núm. 1, del Reglamento de
Población aludido).

Si el Gobie-no, dado cualquiera de estos dos últimos casos, no toma
la iniciativa de constituir Entidad local menor, estimamos que pueden
ejercitarla la mayoría de los cabezas de familia, como en general y ge-
neralmente se previene en el apartado e) del artículo 42 mentado—con-
firmatorio del artículo 24, apartado a) de la Ley articulada de Régimen
local—, que dice «siempre que se solicite con arreglo a lo que se esta-

(20) Vid. art. 7.°, núm. 4, Reglamento de Población y demarcación territorial de
17 de mayo de 1952.

(21) Vid. art. 45, núm. 4, ap. c). del Reglamento de Población, cit.
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blece en el artículo siguiente», y en el siguiente núm. 2 se encuentra la
iniciativa vecinal o, mejor diremos, utilizando Ja terminología legal y
reglamentaria, de los «cabezas de familia en el territorio que haya de ser
base de la Entidad».

La iniciativa popular, entendida como dejamos transcrito, puede ejer-
citarse para solicitar la extinción o la modificación del régimen de las En-
tidades locales menores (art. 27, ap. 6), Ley articulada de R. L.).

D) Carta municipal.—Siguiendo la trayectoria iniciada en el Estatu-
to municipal (arts. ]42 y siguientes), recordando las singulares organiza-
ciones municipales de la Edad Media, conferida en los Lueros y Cartas-
pueblas, en virtud de Carta especial podrá otorgarse a los Municipios,
siempre que lo solicite el respectivo Ayuntamiento y previa información
pública, un régimen orgánico peculiar para su gobierno y administración,
como también un sistema económico adecuado a las necesidades peculia-
res, mediante acuerdo del Ayuntamiento con el quorum de dos tercios
del número de hecho de Concejales, o al menos de la mayoría de derecho
(arts. 94 y 95, L. R. L., y 102 del Reglamento de Organización de Cor-
poraciones locales).

La información pública, que se abrirá durante treinta días, es tan
amplia que, según el artículo 95, núm. 2, de la Ley, comprenderá a los
residentes en el término municipal, y como es sabido, según el artículo 42
de la misma, se entienden tales los cabezas de familia (extranjeros, in-
cluso vecinos, españoles mayores de edad o emancipados) y domiciliados
(españoles o extranjeros no emancipados).

Reiteramos nuestra opinión de que los menores sólo podrán reclamar
o impugnar los acuerdos por medio de sus padres o tutores.

La impugnación deberá hacerse por escrito, individual o colectiva-
mente, y podrá versar, entre otros extremos, sobre las limitaciones es-
tablecidas al contenido de las Cartas, imprecisión del proyecto y Memoria,
incumplimiento de los requisito* para la adopción del acuerdo o falta
de la debida publicidad.

Transcurrido el plazo de información pública, se reunirá el Ayun-
tamiento en sesión extraordinaria al objeto de resolver sobre las observa-
ciones o impugnaciones formuladas y acordar definitivamente el texto de
la Carta municipal, con el quorum preceptuado en el artículo 303 de
la Ley.

Las observaciones o impugnaciones, así como las resoluciones que res-
pecto de ellas adopte ej Ayuntamiento, serán incorporadas al expediente
que habrá de elevar el Alcalde al Ministerio de la Gobernación, con in-
forme en el que sucitantamente se razonen las que fueren tomadas en
consideración y las que hubieren sido desestimadas al redactar el texto
definitivo del proyecto.

El Ministerio de la Gobernación formulará su propuesta, previo dic-
tamen del Consejo de Estado, en todo caso, y del Ministerio de Hacienda
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cuando se trate de Cartas económicas, y someterá el expediente al Con-
sejo de Ministros para que resuelva.

La aprobación de los proyectos de Cartas especiales que impliquen
reproducción de las otorgadas a otros Municipios, corresponderá al Con-
sejo de Ministros, a propuesta del de la Gobernación, sin necesidad de
otros informes, y sin más requisitos que los de propuesta corporativa o
información pública (arta. 106, 107, 108 y 110 del Reglamento de Orga-
ganización, funcionamiento y régimen jurídico).

También se abrirá información cuando se quiera declarar subsistente
los antiguos usos, costumbres u Ordenanzas locales o comarcales que con-
sagren modalidades orgánicas típicas. La Carta de la Organización tradi-
cional la otorgará el Ministerio de la Gobernación (arts. 111 y 112 del
Reglamento de Organización).

El plazo para la información y quiénes deben de acudir a la misma.*
no se indica expresamente, pero por analogía a la información de las
Cartas de organización no típica, será de treinta días y por los residentes
del Municipio.

También se expondrá al público por quince días para información a
fin de que los residente del término municipal puedan impugnarlo, el
anteproyecto de Carta económica especial en Municipios adoptados cuan-
do estime necesario dotar au Hacienda de un régimen económico especial
acomodado a sus necesidades. Transcurrido dicho plazo, Ja Corporación,
en sesión extraordinaria, examinará las reclamaciones y protestas formu-
ladas, y acordará en definitiva, por mayoría absoluta, el proyecto de
Carta.

El Alcalde remitirá al Gobernador civil el expediente para que, en
término de ocho días, lo informe y eleve al Ministerio de la Gobernación,
el cual, previo dictamen del de Hacienda, propondrá aJ Consejo de Mi-
nistros la resolución pertinente.

II. DERFXHOS DE VECINDAD—La vecindad, que alcanza a todo espa-
ñol mayor de edad o emancipado que reside habitualmente en un tér-
mino municipal, inscrito con este carácter en el Padrón municipal (ar-
tículo 24 Ley Régimen local y 83 del Reglamento de Población y demar-
cación territorial de Entidades locales) y que lo será forzosamente el que
resida más de dos años o sea funcionario en el término, y pudiendo obte-
ner vecindad también el que resida seis meses, es sin duda a quien tiene
que referirse el artículo 103 del Reglamento de Población y demarcación
territorial de 17 de mayo de 1952, cuando dice que cualquier persona
podrá examinar dichos documentos (el Padrón municipal y los apén-
dicea) en la Secretaría del Ayuntamiento o en la dependencia encargada
del servicio, durante los días y horas que se señalen, y solicitar informa-
ción o certificaciones de los datos que le interesen.

Este derecho de examen arrastra consigo el de poder reclamar sobre
la inclusión, exclusión o calificación de los habitantes en el Padrón y
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sus rectificaciones, y se extiende desde luego a los' extranjeros cabeza de
familia—.puesto que la extranjería no excluye esta condición jurídica-
adminiitrativa de cabeza de familia, aunque sí Ja vecindad—, ya que,
según el artículo 89 del Reglamento de Población mencionado, tendrán
«en el domicilio en que estén domiciliados los derechos y las obligacio-
nes propias de los vecinos, salvo los de carácter pob'tico, sin perjuicio
de Jo que se establezca en los Tratados internacionales o de lo que, en
defecto de éstos, se determine por el Gobierno en régimen de recipro-
cidad».

Dicha? reclamaciones las resolverá el Alcalde en forma circunstan--
ciada para cada interesado (art. 104, núm. 2, Reglamento de Población).

El artículo 106 del Reglamento aludido dice que «todas las personas
individuales y colectivas residentes en el término podrán presentar a la
Alcaldía, dentro de los tres días siguientes a la notificación de la resolu-
ción que aquélla hubiere adoptado, recurso de alzada aute el Goberna-
dor civil», a quien le corresponde resolver, previo informe de la propia
Alcaldía y del Delegado Provincial de Estadística.

Como entre los residentes (art. 101, ap. o), se hallan los domiciliados,
los menores no emancipados o extranjeros que residan habitualmente en
un término municipal (art. 42, ap. c), y 45 de la Ley R. L. y 81, ap. c), y
84 del Reglamento de P o b l a c i ó n ) , parece que pueden interponerse las
reclamaciones aludidas, amén de las colectividades erigidas con perso-
nalidad jurídica.

Bien; aceptemos el derecho a reclamar a los extranjeros y a las per-
tona» jurídicas, pero a los domiciliados menores de edad no emancipa-
dos que tengan, según <.'l Código civil, su representación legal a través
de Jos padres—patria potestad (art. 154 del Código civil) o tutores, la
custodia (art. 199 del Código civil)—no deben serles reconocido este de-
recho, sino a sus representantes legales, pues podría reducirse el dere-
cho de reclamar a un juego de niños, de autorizar a aquéllos a demandar
no sólo la inclusión o exclusión propia en el Padrón municipal, sino la
de tercero, ocasionando a lo mejor molestias inútiles de un grado de
responsabilidad que no alcanzaría a sus padres y tutores, si no se per-
mitiese hacerlo a éstos en nombre de los menores, interpretando literal-
mente el texto reglamentario 'que glosamos.

III.—DERECHO ELECTORAL.—Veamos el derecho a ser elector y a ser
elegido para concejal y diputado provincial, y las reclamaciones que en
uno y otro caso son admisibles.

A) Electores. •— 1." Para concejales. Los electores para concejales
ie distribuyen en tres grupos:

a) Para la designación del tercio de representación familiar lo son to-
dos los españoles, varones y mujeres, vecinos del respectivo municipio
y mayores de veintiún años, o que, habiendo cumplido los dieciocho,
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se hallen Iegalmente emancipados, inscritos en el Censo electoral fie Ca-
bezas de familia.

b) Para designar el tercio de representación sindical, son electores
los que a las anteriores condiciones de nacionalidad, vecindad y edad
unan las de hallarse afiliados a la Organización sindical mediante adscrip-
ción directa a una de sus Entidades radicantes en el término y haber
obtenido nombramiento de Compromisarios electorales.

c) Para designar el tercio representativo de Entidades económicas,
culturales o profesionales, se requiere ostentar la calidad de Concejales
elegidos por Jos dos tercios anteriores (art. 43 del Reglamento de Organi-
zación, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones locales).

Para emitir el sufragio respecto de los ediles del grupo primero, lo»
que se crean llamados a figurar en el Censo electoral, contra las omisio-
nes hechas por la Junta municipal del Censo, podrán reclamar a las Jun-
tas provinciales electorales, y en queja a la Junta Central, con arreglo a
la Ley Electoral de 7 de agosto de 1908 (art. 15) y demás disposiciones
e Instrucciones qué se han dictado para su desarrollo y ejecución.

Por lo que respecta al segundo grupo, las reclamaciones de los electo-
res para Compromisarios son de orden interior sindical.

Y por lo que respecta al tercer grupo, hay que determinar las Entida-
des económicas, culturales y profesionales, de las que se seleccionarán
por el Gobernador civil la lista de candidatos a concejales, triple del
número de vacantes a cubrir.

Las Entidades aludidas deberán solicitar su inscripción en el Regis-
tro abierto en todos los Gobiernos civiles, centro de los veinte días si-
guientes al de la publicación del Decreto de convocatoria, y acreditar que
cuentan, al menos, un año de existencia legal. Terminado dicho plazo,
se publicará en el crBoletín Oficial de la Provincia» la relación de Enti-
dades que hayan solicitado la inclusión, y las que no figuren en aquélla
podrán justificar, en término de quince días, el derecho a ser incluidas.

Los Gobernadores podrán promover Ja inscripción de oficio reclaman-
do a las Entidades la documentación que estimen precisa y denegarla a
las que no reúnan las condiciones del artículo anterior (art. 78 del Regla-
mento de O. F. y R. J. de las Corporaciones locales).

Xo podrán plantearse problemas que impidan a los Concejales ser
proclamados electores, so pena de incurrir en delito electoral que así
lo_. impidiere.

2." Para Diputados provinciales. Los Diputados provinciales son ele-
gidos por los representantes de los. Ayuntamientos de la provincia, agru-
pados por Partidos judiciales; o por los de las Corporaciones culturales,
económicas o profesionales que figuren en el Censo establecido al efecto.

Respecto de los primeros, nos remitimos a lo que acabamos de expo-
ner en punto a impedir el ejercicio del derecho electoral.

En cnanto a )a« Corporaciones y Entidades que proponen candidato»-
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y que designen Compromisarios electores, su inscripción se hace en la
forma prevenida para el Censo de Entidades locales de los Municipios,
si bien éste lo será provincial, debiendo de figurar por de pronto las que
enuncia el artículo 143 del Reglamento de Organización, Funcionamien-
to y Régimen Jurídico de las Corporaciones locales.

B) Elegidos.—Según el artículo 357 de la Ley de. Régimen local,
todo español que se halle en el pleno goce de sus derechos civiles y po-
líticos y tenga la cualidad de elector en un Municipio podrá impugnar la
validez de Ja elección y subsiguiente la proclamación de Concejales cele- •
brada en el mismo, cualquiera que sea la representación que aquéllos
ostenten, interponiendo al efecto, en término de quince «lías, contados
desde el siguiente en que haya tenido lugar la proclamación del grupo
de Concejales a que afecte, y ante la Audiencia provincial Respectiva,
recurso de nulidad, que habrá de fundarse en vicio grave de procedi-
miento que pueda alterar el resultado de la elección o en carecer los
Concejales proclamados de las condiciones de aptitud y capacidad que
esta Ley exige.

Para poder impugnar Ja validez de la elección y la subsiguiente pro-
clamación de Diputados provinciales, se requerirá ser español en el ple-
no goce de sus derechos 'vfl'ss y políticos y poseer la cualidad de vecino
de un Municipio de la respectiva Provincia. El plazo de interposición
del recurso .--era el consignado en el párrafo anterior, con analogía de
circunstancias.

Contra los acuerdos que adopte la Corporación local (municipal o
previnríftl) sobre las condiciones legales de los proclamados, renace el
recurso también ante Ja Audiencia provincial en el plazo de cinco días,
a partir de la fecha del acuerdo corporativo.t

El artículo 382 de la Ley de Régimen local afirma que las cuestiones
que se produzcan sobre incapacidades, excusas o incompatibilidades de
los miembros de las Corporaciones locales serán resueltas por los Gober-
nadores civiles, y contra su resolución podrá reeurrirse en alzada ante
el Ministro de la Gobernación, sin que quepa ulterior recurso.

Como las incapacidades pueden ser resueltas previamente ante la
Audiencia provincial, en recurso directo o contra acuerdo municipal,
esta intervención gubernativa respecto a las mismas se sobreentenderá
respecto de las sobrevenidas, y no de las anteriores al momento 'de la
elección.

Hay una intervención popular para defender la validez de las elec-
ciones, la aptitud o capacidad de los elegidos, sin que el Reglamento en
que así 6e dispone—el de Organización jurisdiccional y régimen jurídi-
co—concrete sólo al elegido el derecho de coadvuvar a la Administra-
ción, pues basta ser elector tratándose de concejales o hallarse avecin-
dado en cualquier Municipio de la provincia, tratándose de Diputados
provinciales. Así, dice el artículo 349 del Reglamento aludido de Orga-
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nización : «Admitido a trámite el recurso, la Audiencia provincial acor-
dará publicar edicto en el «Boletín Oficial de la Provincia» anunciando
la interposición y concediendo un plazo de diez días, a fin de que com-
parezcan para coadyuvar u oponerse al mismo cuantos lo deseen, siem-
pre que reúnan las condiciones exigidas en el artículo 346 (las que he-
mos ya enunciado), y reclamará del organismo, dependencia, Entidad
o persona que los tuviere en su poder, el expediente en que se suponga
cometida la infracción de procedimiento, o los antecedentes relativos a
las condiciones de aptitud y capacidad de los Concejales o Diputados pro-
vinciales electos; documentos que habrán de ser remitido!? en el plazo
de diez días.

Las resoluciones que dicten las Audiencias provinciales al conocer de
los recursos contra la validez de elección no podrán ser objeto de ningún
otro ordinario ni extraordinario.

Contra los fallos que las propias Audiencias dictaren acerca de las
condiciones legales de los proclamados, cabrá recurso ante la Sala do
Gobierno del Tribunal Supremo. La apelación se interpondrá eu térmi-
no de quince días y habrá de ser resuelta en el de dos meses.»

IV. ORDENANZAS Y REGÍ AMENTOS.—Los Ayuntamientos pueden apro-
bar en la esfera de su competencia Ordenanzas y Reglamentos de funcio-
narios, régimen interior y servicios, debiendo ser expuestos al público
durante quince días para que puedan ser objeto de reclamaciones, la»
cuales serán resueltas por la Corporación. Seguidamente, las Ordenanza»
o los Reglamentos dichos serán elevados al Gobernador civil de la pro-
vincia.

Los mismos trámites, por tanto los referentes a reclamaciones, se han
de observar en las modificaciones de los aludidos Reglamentos y Orde-
nanzas (art. 113 de la Ley de Régimen local).

Creemos que pueden reclamar los vecinos, y también otros interesa-
dos, como propietarios de fincas radicantes en el Concejo, sobre todo
contra las Ordenanzas de construcción, puesto que tienen un interés di-
recto en el asunto, y como tales pueden interponer ulteriormente el re-
curso de anulación contra Ordenanzas y Reglamentos municipales, una
vez.que tengan carácter ejecutivo (art. 386, núms. 2 y 3, -ap. 6, Ley de
Régimen local).

Las Ordenanzas de construcción y las especiales de vivienda que for-
men parte de un plazo general de urbanización—sobreentendiéndose tan-
to de interior como de ensanche—, se acudirá para fijar los plazos y íor-
ma de reclamaciones, y los órganos municipales a resolver, a lo que pre-
vengan las disposiciones vigentes sobre aprobación de tales planes, que
será objeto de estudio en el apartado siguiente.

Ahora bien, respecto de las Ordenanzas municipales de policía urba-
na, es decir, de régimen urbano interior, y de viviendas, que no acom-
pañen a •proyectos de urbanización, pues se trata de reglamentar la Po-
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licía urbana en el recinto edificado del término municipal, ¿qué recla-
maciones se han de admitir? ¿En qué plazo? ¿Y quién las resuelve?

La Ley de 31 de diciembre de 1935 prevenía, tanto para las Ordenan-
zas de nueva formación como para sus modificaciones, que serían forma-
das por el Ayuntamiento y expuestas al público para oír reclamaciones
por término de un mes: «El Ayuntamiento, decía el artículo 146, resol-
verá las reclamaciones presentadas y procederá a la aprobación definiti-
va de las Ordenanzas, para cuyo acuerdo 6erá preciso el voto favorable
de la mitad más del número de Concejales en ejercicio.» Para la modifi-
cación de las Ordenanzas se observarán los mismos trámites que para su
aprobación.

Las Ordenanzas, según dicha ley, regirán desde su aprobación, sin
perjuicio de los recursos que contra las mismas se hubiesen interpuesto.

¿Dicha ley tiene vigor como fuente subsidiaría de la Ley de Régimen
loe i!? Esta, en su disposición' 1.a final, declara derogadas todas las dis-
posiciones legales relativas al régimen y administración de Municipios
y Provincias, con la única excepción de las que en su texto se declaren
vigentes, o de las que, no siendo incompatibles con ella, la completen.
En defecto de Reglamento que prevenga la cuestión, estimamos que el
artículo 146 de dicha Ley de 1935 complementa la Ley de Régimen local.
No puede quedar un asunto dé tanta importancia como unas Ordenanza:
municipales, que puedep afectar a la propiedad y libertad de tránsitos
urbanos, limitándolas, dejar de ser objeto de reclamación por parte de
los vecinos o de los propietarios interesados; y sin perjuicio del recurso
jurisdiccional de anulación por los motivos especificados en el artícu-
lo 386, núzn. 3, ap. b). de la Ley de Légimen local.

V. PLANES Y PROYECTOS DE OBRAS.—Es de aplicación todavía a los
planes y proyectos de urbanización, ensanche y extensión de poblacio-
nes, saneamiento interior y demás obras municipales el Reglamento de
Obras y servicios municipales de 14 de julio de 1924, puesto que por la
disposición 11." de la Ley de Régimen local seguirán provisionalmente
en vigor las disposiciones reglamentarias vigentes, al promulgarse dicha
les, en tanto no se publiquen los Reglamentos para su aplicación.

El artículo 129 de la Ley de Régimen local clasifica las obras munici-
pales en obras de urbanización o municipales ordinarias, y a las prime-
ras las subclasifica en los grupos siguientes : «) De reforma interior de
poblaciones; b) De ensanche-; c) de extensión; d) De saneamiento.

Se consideran obras de reforma interior las de urbanización en el
interior del casco de la población, tanto cuando los proyectos tengan ca-
rácter general como cuando sólo afecten a una zona; de ensanche, las
que hayan de realizarse conforme a proyectos acogidos a la Ley de 26 de
julio de 1892 o sus complementarias; de extensión, las que tengan como
finalidad urbanizar zonas situadas entre los límites del casco de pobla-
ción, o en su caso, del ensanche ya aprobado y los del término munici-
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pal; y de saneamiento, las que se realicen para mejorar las condiciones
higiénicas de la población o de sector importante de ella, ya se efectúen
en el suelo, ya en el subsuelo (art. 130).

El Reglamento que en su día se dicte seguramente prescribirá una
tramitación distinta y adecuada a cada uno de los referidos grupos.

Hoy, según el Reglamento cilado de Obras y servicios municipales,
la tramitación, a efectos de reclamaciones de vecinos o interesados, de-
linea la tramitación para dos grupos : a) Reforma interior de población,
y b) Extensión y ensanche de las poblaciones. La aprobación, en todo
caso, por el Ayuntamiento en Pleno, mediante voto favorable de dos ter-
ceras partes del número de hecho, y en todo caso la mayoría legal de
miembros de la Corporación (arls. 132 y 303, ap. /) , g), de la Ley de R. L.),
y sin 'perjuicio de la aprobación de la Comisión provincial de Servicios
Técnicos, o de la Central de Urbanismo, según se trate, respectivamente,
do población igual o inferior a 50.000 habitantes, capital de provincia o
población de más de 50.000 habitantes.

Examinemos la tramitación para oír reclamaciones de los proyectos
agrupados según el Reglamento de Obras y servicios municipales :

n) A tenor de lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento referido,
los proye.ctos de reforma interior de poblaciones, cuando sean redactados
por empresas o particulares, se presentarán en la Secretaría del Ayunta-
miento correspondiente, y una vez informados por los técnicos munici-
pales, se exhibirán al público por espacio de un mes. durante el cual se
admitirán cuanta* reclamaciones escritas o documentos justificativos de
las mismas se presenten sobre cualquiera de sus extremos. Si el proyecto
hubiese sido redactado por el personal del Municipio, se expondrá igual-
mente al público durante el plazo y con el fin indicado.

Terminada la aludida información pública, pasará el proyecto, en uno
y otro caso, a examen del Ayuntamiento pleno.

6) Los proyectos de extensión y ensanche de las ciudades, así como
los anteproyectos de urbanización de las zonas de contacto, se expondrán
al público durante el plazo de treinta días, durante los cuales se admiti-
rán cuantas reclamaciones escritas y documentos que las justifiquen se
presenten sobre cualquiera de los extremos abarcados por aquéllos.

Estas reclamaciones serán resueltas por el Ayuntamiento pleno.
Los proyectos de modificación por parte del Ayuntamiento, previa

propuesta de la Comisión especial de Ensanche, si existiere (art. 11 del
Reglamento citado).

Los acuerdos municipales aprobatorio? de planes generales o parcia-
les de ensanche, de reforma interior, de extensión o de saneamiento, se-
rán recurribles por defecto de procedimiento cuando hayan causado esta-
do, ante los Tribunales contencioso-administrativos (art. 14 del Regla-
mento citado).

Todo vecino—amén de propietario interesado—puede reclamar ante
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la Corporación contra la aprobación de Jos aludidos proyectos, bastando
que acredite esa condición de vecino, aun siendo interesado directo, verbi-
gracia, un propietario afectado por las obras; empero, se requerirá esta
condición de interesado directo para que se pueda interponer el recurso
de anulación por infracción del procedimiento administrativo legal o re-
glamentario, una vez causado estado, es decir, una vez resuelto o dene-
gado por el silencio el recurso previo de reposición (art. 377, Ley de
R. L.), si se interpone contra la aprobación o confirmación del acuerdo
por la Comisión de Servicios técnicos. Si es contra la Comisión Central
de Urbanismo, considerada como Autoridad o Corporación local, no será
requisito indispensable el previo de reposición y el plazo para interpo-
nerlo será el de tres meses a partir de la publicación del acto aprobatorio
del proyecto.

VI. CONTRATACIÓN DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS—Amén del re-
curso de plena jurisdicción contencioso-administrativo que se puede in-
terponer en materia de contratación contra la Administración local, por
lesión de un derecho subjetivo, en virtud de lo dispuesto en el artícu-
lo 386, núm. 3, ap. a), de la Ley de Régimen local, y en general en las
cuestiones referentes al cumplimiento, inteligencia, servicios y efectos de
los contratos de obras y servicios públicos, entre dicha Administración
y los particulares (art. 5.° de la Ley de lo Contencioso-administrativo),
y del objetivo de anulación prevenido en el aludido artículo 386, núm. 3,
apartado fe), por incompetencia, vicio de forma o cualquiera otra viola-
ción de ley o disposiciones administrativas, se deberá abrir, antes de anun-
ciar una subasta o concurso para cualquier obra o servicio, un período
de reclamaciones, previo anuncio en el «Boletín Oficial de la Provincia»
y por medio de edictos fijados en los sitios que ordinariamente estén do-
signados al objeto, expresando que durante el plazo de ocho días podrán
presentarse aquellas que se quisieren y advirtiendo que no serán atendi-
das las 'que se presenten pasado dicho plazo, fundadas en infracciones
determinantes de anulabilidad de los Pliegos o de algunas de sus cláusu-
las, pero quedarán a salvo las impugnaciones basadas en vicios de nuli-
dad. Así, dice el artículo 24 del Reglamento de Contratación de Admi-
nistración local de 9 de enero de 1953.

Las reclamaciones se resolverán por las respectivas Entidades muni-
cipales interesadas, y una vez resueltas, salvo el caso a continuación ex-
presado, ?e anunciarán desde luego a subasta o concurso (22).

Estas reclamaciones podrán presentarlas los vecinos; ahora, si se trata
de algún interesado directo, verbigracia, un industrial contratista de obras
—aun no siendo avecindado—que reclame porque se pretende anunciar

(22) El art. 26 del Reglamento de Contratación municipal de 10 de julio de 1924
decía que *e anunciarán a subasta o concurso, una vez que con arreglo a las leyes
fuesen firmes las resoluciones. <*on lo cual no se requería h aclaración que estimamos
indispensable harer en el texto a continuación.
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una obra a concurso debiendo de serlo por subasta, puesto que quedau a
salvo las impugnacioaes basadas en vicios de nulidad, previo el de repo-
sición contra el acto administrativo resolviendo la reclamación o en vir-
tud del silencio administrativo (23), y hasta la resolución del pleito, no
podrá enunciarse el concurso, a menos que se rectifique el acuerdo para
formular el ¿éntralo mediante subasta.

La presentación por parte del Ayuntamiento de proyectos de abaste-
cimientos de aguas de poblaciones, acompañado de la petición de la co-
rrespondiente concesión, que con arreglo al artículo 160 de la Ley de
Aguas de 13 de junio de 1879 tiene preferencia sobre otra orden de con-
cesiones, debe ser objeto de información pública, para oír reclamaciones,
en un período de tres meses (art. 40, Reglamento de Obras y servicios
municipales), lo que se practicará, así como la confrontación del pro-
yecto por la pertinente Delegación de Servicios hidráulicos, reclamacio-
nes que podrán presentar cuantas tengan mejor derecho en el aprove-
chamiento de las aguas por haber hecho peticiones para el mismo fin
con anterioridad, o perjudique derechos adquiridos por prescripción o
por concesión administrativa, rigiendo para la tramitación del expedien-
te la Instrucción de 8 de junio de 1888 y el R. D. de 5 de septiembre
de 1918.

VIJ. MUNICIPALIZACIÓN Í PROVINCIALIZACIÓN DE SERVICIOS Cuando
de una manera definitiva se adopta en el Derecho español la municipa-
lización de servicios públicos remuneratorios, explotados en forma indus-
trial o mercantil, es en el Estatuto Municipal, aunque precedentes se cuen-
ten desde 1904 (24).

Según el Estatuto Municipal (art. 171, núm. 1), y más tarde en la
Ley municipal de 31 de octubre de 1935 (art. 134, núm. b), se podría
adoptar la municipalización no sólo por acuerdo de las Corporaciones
municipales, sino por la iniciativa popular (20 por 100 de electores), y
desde luego figuraba un precepto abriendo un período de información
al público (art. 171, núm. 3.°, y 40, Estatuto municipal, y 134, ap. c),
L. M. de 1935), para oír, por tanto, reclamaciones.

El primero de estos cuerpos de leyes materiales admitía la sumisión
del proyecto al voto de los electores del término municipal, cuando la
municipalización hubiese de implicar monopolio, en servicios no obli-
gatorios, o el acuerdo del Ayuntamiento fuere contrario a la petición de
aquéllos, o se considere que el servicio municipalizado (sic) (25) que no
fuere obligatorio, sólo podría subsistir a base de un aumento de carga

(23) FJ pl'azo de presentación en éste es el de un año, a partir Je la fecha de
presentación del recurso de reposición (art. 387, núra. 2, Ley de R. L.).

(24) Véase nuestro Manual de Derecho administrativo español, cap.
(25) Querrá decir «municipalizado».
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para el presupuesto municipal, que no excediere del 2 por 100 del total
de gastos ordinarios anuales en el ejercicio corriente (26).

Con arreglo a la Ley de Régimen local, para municipalizar un servi-
cio es necesario :

o) Acuerdo inicial del Ayuntamiento, previa designación de una Co-
misión de estud'io compuesta por Concejales y por personal técnico;

b) Redacción por dicha Comisión de una Memoria relativa a los as-
pectos social, jurídico y financiero, del servicio que se pretende munici-
palizar, en la que deberá determinarse el sistema de municipalización
del servicio, entre los previstos por esta Ley, y los casos en que debe
cesar la municipalización, y acompañarse el proyecto de tarifas del servi-
cio, las cuales se fijarán teniendo en cuenta que, sin perjuicio de la cons-
titución de fondos de reserva y amortizaciones, será lícita la obtención
de beneficios para aplicarlos a las necesidades generales del Municipio
como ingreso de su Presupuesto ordinario;

c) Exposición pública de la Memoria después de ser tomada en con-
sideración por el Ayuntamiento,, y por plazo no inferior a treinta días
naturales, durante los cuales particulares y Entidades podrán formular
observaciones;

<í) Aprobación del proyecto por el Ayuntamiento con el quorum ex-
traordinario de dos tercios del número de hecho o, al menos, mayoría
legal de sus miembros.

Recaído acuerdo de la Corporación sobre municipalización de un servi-
cio, se elevará el expediente completo al Ministerio de la Gobernación,
que resolverá en plazo de tres meses. Si debiere intervenir el Consejo de
Ministros, el plazo para resolver será de seis meses.

Si se solicitase dictamen del Consejo de Estado, no se computará el
tiempo invertido en evacuar la consulta (arts. 168 y 169 de la L. R. L.).

Las observaciones que hagan los particulares deben de elevarse a la
Superioridad, no obstante su desestimación, puesto que se dice en el texto
de la Ley que se elevará el «expediente completo)).

No se exige la condición- de resideute para formular observaciones.
Las pueden hacer los interesados en que no se municipalice el servicio.
Lo que sí es evidente es el que se exija la mayoría de edad o la eman-
cipación en el observante, a no ser su representante legal, por las razones
que ya hemos expuesto.

Los mismos trámites e idéntico criterio se ha de seguir para la pro-
vincialización de transportes, suministro de energía eléctrica y cualquier

(26) Sin embargo, ruando se tratase de municipalización con monopolio, acorda-
da por el voto favorable de cuatro quintos de los Concejales, y cuyo gasto anual no
hubiera de exceder de una cifra igual al 3 por 100 del presupuesto municipal de gam
tos del ejercicio corriente, DÍ exigiere capital de primer establecimiento superior al
15 por 100 de la propia cifra, bastaría el acuerdo del Ayuntamiento para su efectividad.
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oíros que autorice ei Gobierno con audiencia del Consejo de Estado (ar-
tículo 286, L. R. L.).

VIII. BIENES COMUNALES—Sin perjuicio de Jos recurso? que en el
ejercicio de las facultades otorgadas en el artículo 386 de la Ley de Ré-
gimen local tengan los lesionados en el derecho subjetivo administrativo,
o los interesados directos por la infracción de disposiciones administra-
tivas contra Jos acuerdos del Pleno municipal, cuando acuerde los pla-
nes generales para la distribución y aprovechamiento de los bienes co-
munales (arts. 121, ap. e), L. R. L., y 253, núm. 6, del Reglamento de
O. F. y R. J. de las C. L.) o contra los de la Comisión permanente o los
Decretos del Alcalde en las poblaciones de menos de 2.000 habitantes,
respecto a la aplicación de los planes u ordenanzas reguladoras del apro-
vechamiento de los bienes aprobados por el Ayuntamiento, y la resolu-
ción de incidencias que con motivo del disfrute se produjeron (art. 122,
ap. h), y 116, ap. i), de la Ley de R. L., y 124,'núms. 10 y 12, núm. 19,
Reglamento de O. F. y R. J. de las C. L.), cuando se trate de acordar
el desproveer del carácter de comunales a los bienes municipales que por
su naturaleza u otras causas no han sido objeto de disfrute comunal du-
rante más de diez años, aunque en algunos de ellos se haya producido
acto aislado de aprovechamiento, se abrirá información pública, sin duda
para oír reclamaciones.

La desafectación del carácter de bienes comunales, para convertirlos
en propios, requiere luego previo dictamen del Instituto Nacional de C(
Ionización, el voto favorable de las dos terceras partes del número legal
de miembros de la Corporación y aprobación del Ministro de la Goberna-
ción (art. 194 de la L. R.).

Corno se observará, se exigen especiales garantías para la desafecta-
ción de dichos bienes, que hace cambiar su naturaleza jurídica, de bienes
comunales en bienes propios, enajenables.

IX. MULTAS. — Contra la imposición de multas decretadas por las
Autoridades locales, los interesados—y, naturalmente, sus representan-
tes legales, si se imponen a menores o tutelados que no tengan señalado
recurso especial—, cabrá el recurso de alzada, en única instancia, ante
el Gobernador civil, en el término de diez días siguientes a la notificación
del acuerdo o de la resolución expresa o tácita del recurso de reposición,
si fuese utilizado.

El mismo recurso de alzada al Gobernador procederá contra las mul-
tas *que impongan los Alcaldes a los Concejales por falta de asistencia
a las sesiones de la Corporación no debidamente excusadas (art. 197, Re-
glamento de O. F. y R. J. de las C. L.).

Silencia el artículo 245 del Reglamento de Organización, funciona-
miento y régimen jurídico de las Corporaciones locales, que se refiere a
las multas que el Presidente puede imponer a los Diputados provinciales
por faltas inexcusables de asistencia a las sesiones de la Diputación, el
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procedimiento de impugnación; pero se estimará aplicable el anterior
artículo 197, no sólo por analogía, cuanto que figura en el capítulo ante-
rior al en que se incluye el 245 reenviando a las normas de tal capítulo
el artículo 247 del Reglamento aludido para todo lo que afecta a se-
siones ordinarias y extraordinarias, adopción de acuerdos y redacción
de actas.

Estimo que estos recursos de multas por inasistencia a sesiones, resuel-
tas por los Gobernadores, pueden ser recurridas, a] no declararlas im-
puestas en única instancia los referidos preceptos, al Ministro de la Go-
bernación, por analogía con lo prescrito en el artículo 354 del Reglamen-
to de 0 . F. y R. J. de las C L., que afirma que contra las multas im-
puestas por los Gobernadores civiles—en este caso, contra la confirma-
ción—, cuando aquéllas no tengan señalado recurso especial, cabrá el
de alzada, en única instancia, ante el Ministro de la Gobernación, en el
término de diez días siguientes al de su notificación (27).

X. DEFENSA DE LOS DERECHOS DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL.—La de-
fensa de los derechos de la Administración local por medio de acción po-
pular, mejor diremos vecinal, se halla planteada, por lo menos expresa-
mente, por primera vez en la Ley de Régimen local.

Anteiioi a su vigencia podía pedirse la nulidad de algún acuerdo ile-
gal que perjudicase a la Administración, reconociendo derechos indebi-
dos a terceras personas, y de una manera indirecta defender los derechos
de la Administración local, al menos en lo municipal farts. 253, núm. 2,
Estatuto municipal; 223, ap. b), de la Ley de 31 de octubre de 1935), mas
hoy la acción no se reduce a pedir la nulidad de un acuerdo, sino a re-
clamar derechos de la Administración, lo mismo civiles o administrati-
vos, incluso el resarcimiento de daños y perjuicios derivados del no ejer-
cicio de los derechos civiles o administrativo»

El ejercicio de tal acción vecinal está previsto en el artículo 371 de
la nueva Ley, que dice : «Si las Corporaciones locales no ejercitasen las
acciones procedentes, cualquier vecino que se halle en el pleno goce de
sus derechos civiles y políticos podrá requerir su ejercicio a la Corpora-
ción interesada. Si ésta no lo acordare en el plazo de dos meses, el ve-
cino podrá ejercitar la acción en nombre y en interés de la Entidad local,
siempre que lo autorice el Gobernador civil, oído el Abogado del Estado.

Si prosperase la acción ejercitada, el actor tendrá derecho a ser reem-
bolsado de las costas procesales.»

XI. HACIENDAS I.,OCALES.—En materia de Hacienda local (provincial
o municipal), se ofrece amplio margen a las reclamaciones vecinales y de
los interesados, contribuyentes o no, tanto por lo que respecta a la con-

(27) Respecto de las multan impuestas pur contrabando o infracción de exaccio-
nes municipales, serán objeto de recurso ante el Tribunal provincial económico-admi-
nistrativo, incluso por prestaciones personales (art. 126 del Reglamento de Haciendas
locales)
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signación de gastos e ingresos en los presupuestos ordinarios y extraordi-
narios, cuanto a las exacciones locales; su establecimiento, ordenanzas y
tarifa, efectividad y aplicación, matrículas de contribuyentes, riqueza y
bases de tributación y cuantía de los tributoS, etc.

Dividiremos esta materia de Haciendas locales en tres apartados :
A) Presupuestos, habilitaciones y suplementos de créditos; B) Exaccio-
nes, y C) Cuentas de Presupuestos y Administración del patrimonio mu-
nicipal.

A) Presupuestos, habilitaciones y suplántenlos de crédito.— -Exami-
nemos estas actividades administrativas en : I) Presupuestos ordinarios,
y II) Presupuestos extrordinarios.

I) 1. Una vez aprobado el Presupuesto de una Administración lo-
cal por su Corporación en pleno y voto favorable de la mayoría absoluta
legal de sus miembros, se expondrá al público por quince días hábiles,
durante los cuales se admitirán las reclamaciones que se presenten.

El anuncio de exposición deberá insertarse en el «Boletín Oficial de
la Provincia».

Las reclamaciones se presentarán al Delegado de Hacienda, por con-
ducto de la Corporación respectiva, teniendo personalidad para interpo-
nerlas :

«) Los habitantes del territorio municipal o provincial, según se tra-
te de Presupuestos municipales o provinciales;

b) Las personas interesadas directamente, aunque no habiten en el
territorio de la Entidad local;

c) Las Corporaciones, Asociaciones y personas jurídicas en general,
radiquen o no en el territorio de la Entidad, cuando el Presupuesto afecte
a sus intereses sociales o a los individuales de algunos de sus asociados,
siempre que. en este último caso, tuvieren la facultad de gestionarlos o
defenderlos con arreglo a las normas legales o a las disposiciones de sus
Estatutos.

Los no residentes podrán presentar sus reclamaciones en la Delegación
de Hacienda, de donde se remitirán a la Corporación interesada.

Así se expresó el artículo 656 de la Ley de Régimen local, lo cual
quiere decir que los habitantes del territorio a que afecte el Presupuesto
aludidos en el apartado «) anterior tienen que ser al menos -domiciliados
•—debidamente representados los menores—, pero no los transeúntes no
interesados.

Únicamente podrán establecerse reclamaciones contra los Presu-
puestos :

a) Por no haber ajustado su elaboración y aprobación a los trámi-
tes establecidos en esta Ley;

6) Por omitir el crédito necesario para el cumplimiento de obliga-
ciones exigibles a la Entidad local, a virtud de precepto legal o de cual-
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quier otro título legítimo, o consignarse para el de atenciones que no
sean de la competencia municipal o provincial, ni preceptivas;

c) Por ser de manifiesta insuficiencia los ingresos con relación a los
gastos presupuestos.

Las reclamaciones presentadas en Jas Corporaciones se remitirán al
Delegado de Hacienda, debidamente informadas, en unión del Presupues-
to, para que, dentro del plazo arriba señalado, dicte resolución.

El plazo se entenderá ampliado en tantos días cuantos emplee la Cor-
poración en enviar los informes, datos y documentos, si el Delegado los
solicitara con requisito previo a su decisión.

Contra las resoluciones del Delegado en materia de Presupuestos or-
dinarios cabrá recurso ante el Tribuna] económico-administrativo provin-
cial, cuyo fallo será inapelable (arts. 655, 656, 657, 659, 660 de la Ley
de R. L., 189, 180, 192 y 238, ap. 6), Reglamento de H. L.).

Los Presupuestos ordinarios de las Corporaciones locales, prorrogados
por un año, como máximo, son inmediatamente ejecutivos, pero el acuer-
do do prórroga debe anunciarse en el «Boletín Oficia] de la Provincia»
para oír reclamaciones del público interesado—el mismo que para nue-
vos Presupuestos—en plazo de ocho días.

De no formularse reclamaciones, se entenderá definitivamente apro-
bada la prórroga y se remitirá al Delegado copia certificada del expedien-
te, para su conocimiento.

Las reclamaciones se podrán interponer únicamente cuando obedezcan
a situaciones creadas con posterioridad a Ja aprobación del primitivo
Presupuesto, y se tramitarán y se resolverán en la misma forma que se
establece para los Presupuestos originarios (art. 194, Reglamento de Ha-
ciendas locales); por lo tanto, hay que estimar que los reclamantes pue-
den acudir en el de ajzada al Tribunal económico-administrativo pro-
vincial.

2. Cuando deba hacerse algún gasto para el cual no exista crédito o
sea insuficiente el fijado en ej Presupuesto ordinario, la Corporación po-
drá acordar, en el primer caso, una habilitación de crédito, y en el se-
gundo, un suplemento, debiendo acreditarse en el expediente la necesi-
dad y la urgencia de la concesión.

Esta habilitación y suplemento se nutrirán con el sobrante de liqui^
daciones del último ejercicio, y en su defecto, transfiriendo el crédito ne-
cesario de otras partidas del Presupuesto cuyas dotaciones se estimen re-
ducibles, sin perturbación del respectivo servicio ni de los intereses ge-
nerales del Municipio.

Los expedientes de modificaciones de créditos se expondrán al pú-
blico y serán reclamables en iguales plazos y formas que los Presupues-
tos ordinarios.

El acuerdo aprobatorio corresponde a la Corporación, requiriéndose
el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros.
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Sólo en el caso de presentarse reclamaciones corresponde al Delegado
de Hacienda la resolución de los expedientes de modificación de crédi-
tos, para lo cual se les enviarán éstos con las reclamaciones informadas,
entendiéndose otorgada la aprobación, y desestimadas las reclamaciones,
si transcurridos quince días desde la entrada del expediente en el Regis-
tro de la Delegación no se hubiese notificado a la Corporación decisión
alguna.

Contra las resoluciones del Delegado de Hacienda cabrá recurso ante
el Tribunal económico-administrativo provincial, cuyo fallo será inape-
lable.

Los acuerdos municipales o provinciales que tengan por objeto ex-
clusivo la habilitación o suplemento de créditos en casos de calamidades
públicas o de naturaleza análoga de excepcional interés general, serán
inmediatamente ejecutivos, sin perjuicio de las reclamaciones que contra
los mismos se promovieran, las cuales deberán sustanciarse dentro de los
ocho días siguientes a la entrada de las mismas en el Registro de la De-
legación, entendiéndose desestimadas de no notificarse dentro de dicho
plazo resolución alguna a la Corporación interesada (arts. 664 y 665 de
R. L.). Como el acuerdo recaído en el expediente es inmediatamente eje-
cutivo, el plazo de resolución otorgado a la Delegación de Hacienda debe
eer sí de ocho días, pero no simultáneamente al en que se pueda presen-
tar, pues no habría tiempo material para resolverlas.

II) Presupuestos, habilitaciones y suplementos extraordinarios.—
1. Por lo que respecta a los Presupuestos extraordinarios de las Corpora-
ciones locales, una vez aprobado cualquiera de ellos por la respectiva Cor-
poración, se expondrá al público con sus anexos durante quince días, me-
diante anuncio en el «Boletín Oficial de la Provincia», admitiéndose las
reclamaciones y observaciones que se presenten por las personas que pue-
den hacerlo contra los Presupuestos ordinarios ya aludidos.

Únicamente se podrá entablar reclamaciones contra los Presupuestos
extraordinarios :

a) Por no haberse ajustado su elaboración y aprobación a los trá-
mites establecidos en esta Ley;

b) Por la inclusión de dotaciones cuya finalidad infrinja el artícu-
lo 667 de la Ley; es decir, que no sean para gastos de primer estableci-
miento, salvo el caso de calamidades públicas, o que se pretenda enjugar
el déficit del Presupuesto ordinario;

c) Por ser de manifiesta insuficiencia los ingresos con relación a los
gastos o haberse omitido la inclusión de algún ingreso que fuera proce-
dente antes de acudir a la operación de crédito.

La Corporación, en sesión extraordinaria, estudiará y resolverá las
observaciones y reclamaciones presentadas y aprobará o no el Presupues-
to, requiriéndose para aprobarlo el voto favorable de los dos tercios del
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número de sus miembros de hecho, y en todo caso, de Ja mayoría absoluta
del número legal.

La Corporación remitirá al Delegado de Hacienda copias autorizadas
del expediente tramitado, del Presupuesto y 6us anexos, de las reclama-
ciones informadas, si se hubieran presentado, y de los documentos perti-
nentes relacionados con la operación de crédito si se proyectase hacer
uso de esta clase de ingresos.

Cuando se trata de Presupuestos extraordinarios que no requieran ope-
ración de crédito, haya o no reclamaciones, la resolución de éstas y la
aprobación o desaprobación de aquéllos corresponde al Delegado de Ha-
cienda.

Contra sus decisiones sólo se admitirá el recurso de alzada ante el
Ministro de Hacienda.

Cuando se trate de Presupuesto extraordinario que requiera operación
de crédito, el Delegado enviará toda la documentación recibida, con su
informe, en el plazo de quince días, al Ministro de Hacienda, que resol-
verá dentro de los noventa días siguientes a la recepción de los docu-
mentos.

Contra la resolución de] Ministro no se dará recurso alguno (artícu-
los 664, 674, L. R. L.).

Ante el silencio hay que sobreentender que las reclamaciones pueden
presentarlas las personas naturales y jurídicas que pudieran hacerlo con-
tra los Presupuestos ordinarios, pues si autoriza a liacerlo, como veremos,
contra las habilitaciones y suplementos extraordinarios, cuánto más han
de estar facultadas a presentarlas contra los Presupuestos de este jaez.

2. Aprobado y vigente un Presupuesto extraordinario, solamente po-
drán acordarse habilitaciones de nuevos créditos y créditos suplementa-
rios cuando concurran alguna de las circunstancias siguientes :

a) Que se obtenga un ingreso no previsto que incremente realmente
las cantidades del Presupuesto;

b) Que resulten sobrantes efectivos en el estado de gastos por ha-
berse liquidado definitivamente con economía las respectivas obras, ins-
talaciones o servicios, siempre que los ingresos respondan a las previsio-
nes del Presupuesto.

Una vez aprobado el expediente, se expondrá a] público mediante
anuncio en el tablero de edictos y en el «Boletín Oficial de la Provincia»
por plazo de quince días, durante los cuales podrán presentar reclama-
ciones ante la Corporación las personas naturales y jurídicas -enunciadas
en el artículo 656 de la Ley que lo pueden hacer contra los presupuestos
ordinarios por los motivos señalados en el párrafo 1." del artículo 657.
arriba aludidos, referente a estos Presupuestos.

Si la habilitación o suplemento correspondiere a un Presupuesto ex-
traordinario dotado con operación de crédito o dotación de otros nuevos,
la Corporación remitirá el expediente completo, con sus anexos y las re-
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clamaciones iiiíormadas por el Presidente, previo dictamen-de] Interven-
tor, al Ministro de Hacienda por medio del Delegado.

No será ejecutivo el acuerdo de la Corporación hasta que recaiga la
sanción ministerial.

Corresponderá también al Ministro de Hacienda autorizar las habili-
taciones y suplementos por medio de transferencias, cuando el Presupues-
to extraordinario estuviere dotado con operación de crédito.

Contra los acuerdos adoptados por el Ministro no se dará recurso
alguno.

No será necesaria la aprobación por el Delegado de Hacienda de los
expedientes de habilitación de nuevos créditos y de créditos suplemen-
tarios en los Presupuestos extraordinarios que no requieran operación de
crédito, salvo que se hayan presentado reclamaciones, debiendo entonces
de serle remitida con aquéllas, debidamente informadas por el Presiden-
te de la Corporación, previo dictamen del Interventor, con el respectivo
expediente, como dispone el párrafo 2.° del artículo 657, en relación con
el párrafo 5." del artículo 664 de la Ley (arts. 665 de Ja L. R. L. y 211
del Reglamento de Haciendas locales).

B) Exacciones locales.—Distinguimos : 1." El establecimiento y crea-
ción de exacciones locales y aprobación de Ordenanzas y tarifas, y 2." Su
efectividad y aplicación.

1.° Las Corporaciones locales en Pleno acordarán la imposición de
exacciones y aprobarán simultáneamente las correspondientes Ordenan-
zas para su aplicación, con el voto favorable de la mayoría absoluta de
sus miembros.

Los acuerdos de imposición de exacciones, juntamente con las tarifas
y Ordenanzas aprobadas, se expondrán al público por quince días, du-
rante los cuales se admitirán las reclamaciones de los interesados legítimos.

Las Corporaciones publicarán los anuncios de exposición en el «Bo-
Jetín Oficial de la Provincia» y en el tablón de anuncios.

Terminado el plazo de exposición, las Corporaciones locales remiti-
rán a la Delegación de Hacienda las Ordenanzas de exacciones, acompa-
ñando, en su caso, las reclamaciones que contra ellas o contra los acuer-
dos de imposición se hubieren presentado.

El Delegado de Hacienda resolverá sobre la imposición. Ordenanzas
y sus reclamaciones, dentro del plazo de treinta días, a contar desde la
fecha en que hubiesen tenido entrada unas y otras en la Delegación, y
señalará los particulares de las Ordenanzas que deban modificarse y las
razones concretas en que se funda.

Será motivo legal para denegar la imposición de nuevas exacciones y
la modificación o aprobación de una Ordenanza :

a.) La incompetencia de la Corporación o cualquier otra infracción
legal o reglamentaria;
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b) La existencia de defectos de forma que hagan imprecisa la deter-
minación de la base o de la obligación de contribuir.

Las Ordenanzas fiscales, una vez aprobadas, seguirán en vigor hasta
que se acuerde su derogación o modificación.

Pero en los ejercicios sucesivos, las reclamaciones contra imposición
y ordenación de exacciones podrán deducirse durante el plazo que en
cada uno de ellos esté expuesto al público el Presupuesto en que figu-
ren incluidas.

Esta norma, que no figuraba en el Estatuto municipal, en cuyo artícu-
lo 325 sólo admitía reclamaciones sobre modificaciones sobrevenidas, co-
rrige la sinrazón de admitir perdurablemente las injusticias o infraccio-
nes legales no reclamadas a tiempo el primer año, lo cual sólo prevale-
cerá ahora durante el ejercicio económico en que se han reclamado en
tiempo y íornia.

Si se hubiere reclamado ante la Delegación de Hacienda, se remitirá
el escrito a informe de la Presidencia de la Corporación, que lo emitirá
prvio dictamen del Interventor, y si la reclamación se hubiere presen-
tado ante ésta, deberá ser informada y remitida a la Delegación en el
término de los quince días siguientes.

El plazo en que deberá resolver el Delegado de Hacienda quedará
interrumpido si esta Autoridad reclamare antecedentes, y volverán a com-
putarse de nuevo a partir de la fecha en que hubieren entrado en la De-
legación (arts. 694-696, Ley Régimen local, y 219-220, Reglamento de
Haciendas locales).

Nada dice la Ley 6obre quiénes pueden ser reclamantes, pero como,
tanto en las reclamaciones que se promuevan contra la imposición de
nuevas exacciones como contra las Ordenanzas y tarifas, se admite el re-
curso contencioso-administrativo (28), estimamos que sólo pueden ser
reclamantes los vecinos y los interesados directos, por sí o por medio de
las Corporaciones oficiales que les representen. Interesados directos que
han de ser aquellos sobre cuyas haciendas o patrimonios privados recai-
ga la imposición.

El orden jerárquico jurisdiccional es el siguiente :
Contra el acuerdo del Delegado en materia de imposición de nueva*

exacciones se podrá recurrir, en el plazo de quince días, ante el Minis-
terio de Hacienda, contra cuya resolución, que deberá recaer en el plazo
de sesenta días, podrá interponerse recurso contencioso-administrativo.

Contra el acuerdo de la Delegación de Hacienda sobre modificación o
aprobación de las Ordenanzas de exacciones sólo se dará recurso conten-
cioso-administrativo, en única instancia, ante el Tribunal provincial (ar-
tículos 697 y 698 de la Ley de Régimen local».

(281 No se admite el recurso ante el Tribunal económico-administrativo, pues no
rentilan aspectos puramente administrativos o «obre tiernos administrativos, sim,•e

de legalidad.
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2.° Kfectividad y aplicación de exacciones locales. A) Procedimiento
ordinario.—Las reclamaciones sobre aplicación y efectividad de exaccio-
nes tendrán carácter económico-administrativo a los efectos del procedi-
miento, y podrán ser interpuestas colectivame'hte, aun cuando se discuta
la procedencia de Jas cuotas individuales (29), cuando afecten en forma
y por motivos similares a varios contribuyentes.

En estas clases de reclamaciones el recurso de reposición será potesta-
tivo, interrumpiendo entre tanto se resuelva expresa o tácitamente el pla-
zo para presentar aquéllas (arts. 380, L. de R. L., 230 y 233, Reglamento
de Haciendas locales, y 358 del Reglamento de Organización de las Cor-
poraciones locales).

Entenderá en ellas el Tribunal económico-administrativo, aun en los
casos, como veremos, en que se admitan reclamaciones previas. Es un re-
curso jerárquico que discute y resuelve apreciaciones y peritajes sobre
la tributación (30).

Para reclamar ante el Tribunal contra la inclusión en la obligación
de contribuir o contra el importe de la cuota liquidada por una exacción,
no se requerirá el previo pago de la cantidad exigida, pero la reclama-
ción no detendrá en ningvín caso la acción administrativa para la cobran-
za, a menos que el interesado deposite el importe de la liquidación in-
crementado en un veinticinco por ciento, en la Depositaría municipal o
en la Caja general de Depósitos.

Esto no obstante, dentro del plazo establecido para interponer una
reclamación económico-administrativa, por tanto eu período voluntario
de pago, el interesado podrá solicitar del Tribunal el aplazamiento del
pago del importe de las obligaciones contra cuya imposición hubiere re-
clamado.

La suspensión, entonces—en el período voluntario—, se acordará siem-
pre que el reclamante garantice el pago de la obligación, con más, en su
caso, el de las multas, recargos y derechos liquidados y un diez por ciento
del total para responder de los intereses correspondientes al tiempo que
transcurra hasta la resolución definitiva de la reclamación, si ésta no pros-
perase (31).

(29) Vid. art. 240 Reglamentos de Haciendas locales, en relación con «1 23, núin. 2,
del Reglamento de Procedimiento económico-administrativo de 29 de julio de 1924.

(30) No lo juzgamos improcedente, como RODRÍGUEZ MORO {El recurso económico-
administrativo en bis exacciones municipales,. «Revista General de Derecho, 1947, nú-
mero 28, págs. 12-14), siempre que exisla la garantía jurisdiccional sobre la legalidad
de la aplicación de las exacciones de última instancia. Vid. a este respecto GONZÁLEZ
PÉREZ, El proceso contenciaso^idministrativo en materia de Haciendas locales, «Revis-
ta de Estudios d« la Vida Local», marzo-abril 1951, págs. 169 y ss.

(31) En el art. 700 de la Ley se dice : uLa suspensión no podrá ser dictada sino
en caso de perjuicio grave, que tenga carácter de irreparable o de imry difícil repara-
ción, y se circunscribirá al interés reclamado;»

Esla suspensión se refiere a acuerdos generales que no sean aplicación de Ordenan-
zas o tarifas.



ACCIÓN POPULAR V RECURSOS CO.NTRA ACTOS DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

No se admitirán otras garantías que las siguientes, a elección del re-
clamante :

a) Ingreso en efectivo en la Caja general de Depósitos del Estado,
de la Corporación acreedora o en el Banco de España o sucursal corres-
pondiente, a la disposición del Presidente de la Corporación;

b) Depósito, en cualquiera de los Establecimientos indicados, de tí-
tulos de Deuda pública del Estado o de la Entidad acreedora, siempre
por su valor efectivo, sea cual fuere su clase;

c) Fianza solidaria de un Banco, a satisfacción de la Autoridad u Or-
ganismo correspondiente.

En casos muy calificados y excepcionales, podrán, sin embargo, las
Entidades acreedoras acordar discrecionalmente, a instancia de parte, el
aplazamiento de la exacción sin prestación de garantía alguna, cuando el
reclamante alegare y justificare en su solicitud la imposibilidad de pres-
tarla.

La concesión del aplazamiento llevará siempre aparejada la obliga-
ción de satisfacer intereses de demora por todo el tiempo de aquél.

Los acuerdos del Tribunal económico-administrativo provincial, sobre
aplicación y efectividad de exacciones locales y cumplimiento de sus Or-
denanza? respectivas, pondrán término a la vía gubernativa, y contra ellos
se dará recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal provincial
(arts. 699 y 701 de la L. de R. L.).

Veamos ahora procedimientos especiales para reclamar contra exac-
ciones de la Administración local, singularmente exigibles mediante ma-
trícula de contribuyentes por obras o servicios realizados, tomando como
base la riqueza imponible, o mediante concierto con lo? afectados por el
cobro de impuestos; y respecto de las cuentas.

B) Procedimientos especiales en materia de exacciones.—Nos referi-
mos a los procedimientos afectos a las Contribuciones especiales, al arbi-
trio de solares sin edificar, al arbitrio sobre terrenos incultos y a los con-
ciertos gremiales por determinados arbitrios.

1. Contribuciones especiales.—Estas contribuciones, establecidas por
vez primera en el Decreto de 31 de diciembre de 1917 (32). en cuyo ar-
tículo 2.°, reproducido por el 332 del Estatuto municipal y el 451 de la
Ley de Régimen local, disponía que procede su imposición : a) Cuando
por efecto de las obras o instalaciones se produjese un aumento determi-
nable del valor de ciertas fincas, b) Cuando las obras o instalaciones cos-
teadas por el Ayuntamiento beneficiasen especialmente a personas o clases
determinadas, o se provocaran especialmente por Jas mismas, aunque no
existieren aumentos dcteiniinables de valor.

(32) Vid. ELIAS BARROS. Reparos a la regulación de las contribuciones especiales
que en el nuevo Reglamento de Haciendas locales, «Rev. de Estudios de la Vida Lo-
cal», nov.-dic. 1953, núm. 6, páp. 805.
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A') Contribuciones especiales por aumento de valor Se tributa por
el aumento de valor que determinadas obras, instalaciones o servicios oca-
sionan a las propiedades de los particulares o empresas, sin que el im-
porte de estas contribuciones puedan exceder del 90 por 100 del incre-
mento del valor, ni del coste total de obras, instalaciones y servicios
(art. 467, L. de R. L.).

Los expedientes de las aludidas contribuciones especiales se expon-
drán al público, por quince días, mediante edicto que se fijará en el ta-
blón de anuncios, y deberá insertarse en el «Boletín Oficial de la Pro-
vincia».

Dentro del plazo señalado, podrá examinar el expediente de los inte-
resados y durante los ocho días siguientes presentar al Ayuntamiento las
reclamaciones que estimen oportunas.

Se considerarán interesados legítimos a los efectos expresados :
1.° Los propietarios sometidos a las contribuciones especiales por las

obras, instalaciones o servicios.
2." Los contribuyentes por cualquier gravamen municipal de los que

«e califican como subsidiarios en el artículo 579 de la Ley (33), siempre
que la cantidad que hubiere sido acordada repartir entre los interesados
fuere inferior al coste de las obras, instalaciones o servicios. Esto no es
posible en absoluto si el coste de las obras, etc., es superior al 90 por 100
del incremento del valor de todas las fincas afectadas, cuyo tope se esta-
blece en el artículo 467 de la Ley de. Régimen local.

Los interesados a que se refiere el número ].° anterior podrán im-
pugnar :

a) La propia inclusión;
b) La exclusión de otros propietarios que, a juicio de los reclaman-

tes, obtuvieren beneficio de las obras, instalaciones o servicios;
c) La cantidad que el Ayuntamiento acordare repartir como contri-

buciones especiales, cuando la considerasen excesiva;
d) La estimación del incremento de valor que individualmente se

asignare a cada finca;
e) La tasación que el Ayuntamiento hiciere del auxilio prestado en

especie por el reclamante, cuando éste la conceptuare exigua;
f) El avalúo que el Ayuntamiento hiciere de los auxilios prestados

(33) Estos son los que deben abonar: a) Las contribuciones e impuestos cedidos
por el Estado a los Municipios; 6) Los recargos sobTe las contribuciones e impuestos
¿el Estado autorizados por las leyes; c) El arbitrio sobre casinos y círculos de recreo;
d) El arbitrio sobre carruajes, caballerías de lnio y velocípedos; e) El arbitrio sobre
solares «in edificar; f) El arbitrio sobre incremento de valor de los terrenos; g) Lo<
arbitrios sobre el consumo de bebidas espirituosas y alcoholes, carnes, volatería y
caza menor, y pescados y mariscos finos; h) El arbitrio sobre pompas fúnebres; i) El
arbitrio sobre traviesas en espectáculos públicos; j) La prestación personal y de trans-
portes; fc) Las participaciones en la Contribución territorial, sobre la riqueza rústica
y pecuaria, concedidas por la Ley de 26 de septiembre de 1941.
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en especie por otros contribuyentes que no hubiesen renunciado a su
derecho de especia] compensación, si el reclamante reputara la tasación
excesiva; y

g) Las cuotas individuales fijadas.
Los interesados a que se refiere el núm. 2 • aludido podrán impugnar :
o) Las exclusiones indebidas de la obligación de contribuir;
6) La estimación del incremento de valor, cuando la reputaren

exigua;
c) La cantidad acordada repartir entre los propietarios, en el mis-

mo caso; y
a) La tasación de los auxilios en especie otorgados por los interesa-

dos que no hubiesen renunciado al derecho de especial compensación,
cuando el valor asignado a dichos auxilios fuere excesivo, a juicio de loe
reclamantes.

Toda reclamación oontra el valor asignado a una finca antes de la
mejora, deberá acompañarse del avalúo que se estimare justo.

Si el reclamante fuere el propietario, la tasación habrá de ser auto-
rizada por perito, y distinguirá entre el valor del suelo y iel de las edi-
ficaciones o instalaciones, si la hubiere.

El Tribunal económico-administrativo provincial acordará el nombra-
miento de perito tercero que practique nueva tasación, y efectuada ésta,
dictará la resolución pertinente.

Si la reclamación se produjera por alguno de los contribuyentes a que
se refiere el número segundo anterior, será preciso, para que resulte admi-
sible, que pruebe cualquiera de los hechos siguientes :

rr) Que el propietario actual adquirió la finca por menor precio, si
la adquisición no fuera anterior a la fecha de la reclamación en más de
dos años y la finca no hubiera sido mejorada entre tanto:

b) Que el valor asignado en el Registro fiscal o, en su caso, en el Re-
gistro de solares del Ayuntamiento, sea inferior en más del veinte por
ciento al consignado en la tasación.

En cualquiera de estos casos, el reclamante deberá consignar el im-
porte de los honorarios de la tasación pericial, según el Arancel vigente,
y el Tribunal acordará el nombramiento del perito que la practique.

De la reclamación y nombramiento de perito se dará conocimiento
al propietario, que a su vez podrá designar uno que intervenga en la
tasación del nombrado por el Tribunal.

Cuando la reclamación versare sobre ej incremento del valor—es de-
cir, no se discute el precio inicial del fundo, sino el que se proporcio-
nará con la nueva obra o instalación—, una vez admitida se suspenderá
toda tramitación hasta que terminen las obras o instalaciones, o comien-
cen a prestarse los servicios que motiven la contribución, y el Ayunta-
miento tase nuevamente las fincas con intervención del propietario.

Si todos los contribuyentes reclamasen se puede producir un colapso
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en las obras si la Administración afectada no dispone de numerario, a
menos que se le autorice un crédito a amortizar con las contribuciones,
o bien se tiene en cuenta lo que dice el señor BARROS : «Nos parecería
más 'acertado que cuando se produjera tal clase de reclamaciones pie-
valcciera provisionalmente la estimación de valores asignados por la Ad-
ministración, sin perjuicio de la estimación definitiva que habría de prac-
ticarse en la forma expresada en el mencionado artículo 36, en el bien
entendido que el Ayuntamiento vendría obligado a devolver lo ingresado
en plazo de pocos días si esa estimación fuera favorable al reclamante,
adoptándose todas aquellas prevenciones encaminadas a la efectividad
de esta obligación para garantizar al contribuyente» (34).

Si hubiese desacuerdo, el Tribunal económico-administrativo provin-
cial nombrará perito tercero y resolverá.

Cuando la pretensión fuere desestimada, el propietario deberá abonar
los gastos de tasación y los intereses de demora, si el aplazamiento de
la liquidación hubiese producido el pago (arts. 30-36 del Reglamento de
Haciendas locales).

B') Otras contribuciones esp<>ciales—Se pueden imponer contribu-
ciones especiales por obras, instalaciones y servicios que beneficien a Jas
propiedades, pero sin poder determinar los aumentos de valor a las fin-
cas beneficiada», y son las señaladas eñ el articulo 470 de la Ley de Ré-
gimen local, como ya lo haría también el artículo 355 del Estatuto Muni-
cipal, el mínimo y el máximo o cantidad fija dentro del coste de Las
obras a distribuir entre los -propietarios afectado* por las mejoras.

Estos, y otros contribuyentes que hubieren de cubrir subsidiariamente
el coste de las obras o instalaciones, etc., no cubiertos por los propieta-
rios interesados en las mismas, podrán impugnar el expediente iniciado
durante el plan de exposición al público—que por analogía ante el si-
lencio del Reglamento será el mismo que para el de las contribuciones
por determinados aumentos de vaor—y ocho días más.

Los primeros, o sea los llamados a contribuir especialmente, podrán
impugnar :

a) La parte del coste que el Ayuntamiento hubiere acordado repar-
tir entre ellos, cuando la considerasen excesiva;

b) Las bases del reparto, por injustas, incongruentes e imprecisas, y
si aquéllas fueren múltiples, por falta de equivalencia entre sus dife-
rentes conceptos;

c) La propia inclusión en el reparto;
d) La exclusión de otras personas o Entidades;
e) La tasación que el Ayuntamiento hiciere del auxilio prestado en

especie por el reclamante, cuando é?te la considerare exigua;
f) La tasación qne el Ayuntamiento realizare de los auxilios presta-

(31) Artículo cit., publicado en la «Revista de Estudios de la Vida Local».
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dos en especie por otros contribuyentes que no hubieren renunciado a su
derecho de especial compensación, si el reclamante reputara excesivo el
avalúo; y

g) La asignación de cuotas.
Los otros contribuyentes, o sean los subsidiarios, podrán impugnar:
a) La parte de coste que hubiere de soportar el Ayuntamiento, cuan-

do la considerasen excesiva, expresando en la reclamación las razones en
que se funden;

6) La omisión en el reparto de persona o Entidad interesada; y
c) La tasación de los auxilios prestados por los contribuyentes que

hubieren de ser especialmente compensados, cuando la consideren exce-
siva (arts. 41 y 42 del Reglamento de Haciendas locales).

C ) Asociación de contribuyentes.-—Se trata de una fórmula popular
de intervención en los expedientes de distribución de contribuciones es-
peciales.

Pueden, pues, constituirse Asociaciones administrativas de contribu-
yentes especiales, salvo que se trate de obras, instalaciones o servicios de
poco presupuesto, en relación al número de habitantes de cada Municipio
(arl. 465 de la Ley de Régimen local).

Estas Asociaciones pueden discutir la necesidad de las obras, sin per-
juicio de lo que acuerde la Comisión permanente o el Ayuntamiento en
*u caso, y distribuir el montante de Jas contribuciones entre los afecta-
dos, a reserva de la aprobación de la Corporación respectiva, y puesto
que pueden hacer proposiciones los contribuyentes a través de la Junta
«le Delegados que las informará, y a reserva—estimamos nosotros—de las
reclamaciones reglamentarias que hagan lo? damnificados que se hayan
opuesto a lo acordado, al Ayuntamiento, sin perjuicio de que el acuerdo
que la Corporación adopte sobre las proposiciones presentadas por los con-
tribuyentes pueda ser impugnado ante ej Tribunal económico-administra-
tivo provincial.

La Junta de Delegados puede examinar los proyectos, contratos y trans-
acciones que se refieran a la ejecución de las obras, instalaciones y servi-
cios, inspeccionar unas y otras y revisar y comprobar las cuentas.

Los acuerdos que a este respecto adopte dicha Junta serán obligatorios
{•ara todos los a-ociados, quienes sólo podrán intervenir en los expedien-
tes por conducto de algún Delegado.

La aprobación de los Estatutos de una Asociación de contribuyentes
corresponderá a la Comisión permanente en los Municipios donde exista,
y en los deiná? al Ayuntamiento.

Los acuerdos que denieguen en todo o parte la aprobación de Jos Esta-
tutos propuestos por la Asociación, serán recurribles en única instancia,
dentro de los quince días siguientes al de su notificación, ante el Tribunal
económico-administrativo provincial (arts. 21 y siguientes del Reglamento
de Haciendas locales).
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2. Arbitrios sobre solares sin edificar.—Este arbitrio, que grava los
solares sin edificar en las zonas o perímetros urbanos con un doble fin :
fiscal y social, éste seguramente para promover la edificación de vivien-
das, data ya de la Ley de Supresión del Impuesto de consumos de 23 de
julio de 1911, recogida en el Estatuto municipal (art. 407), y hoy en la Ley-
de Régimen local (arts. 497-507), señalando como tipo máximo el cinco
por mil sobre el valor corriente en venta del solar. En el proceso recla-
matorio de esta exacción se presentan tres estudios : el 1.°, sobre la inclu-
sión o exclusión del solar base de la tributación; el 2.°, sobre la superficie
del mismo; el 3.°, sobre su valoración (35).

1.° Hay que formar un Padrón de solares, con determinación de la
superficie de los solares, con su situación y límites, valor en venta, nombre
de los propietarios y otras circunstancias, para .lo que la Administración
municipal requerirá declaración jurada a ésto?.

El Ayuntamiento, con el resultado de las declaraciones de los contri-
buyentes y de cuántos datos posea, formará un Avance del Registro de los
inmuebles que se consideren sometidos al arbitrio.

La relación resultante se expondrá al público por plazo no inferior a
quince días hábiles, durante los cuales podrán formular los interesados
legítimos las reclamaciones que estimen procedentes, que deberán versar,
únicamente, sobre la inclusión o exclusión de solares.

La Administración resolverá las reclamaciones, y sus acuerdos serán
impugnables ante el Tribunal económico-administrativo provincial.

2.° La estimación de superficies de los inmuebles que se declaren in-
cluidos en la relación de solares será acordada por los Ayuntamientos, uti-
lizando cualquiera de los procedimientos siguientes :

1." Las declaraciones presentadas por los contribuyentes.
2.° La estimación directa por la Administración municipal.
Terminada la estimación de superficies, se expondrá al público la rela-

ción de solares con su extensión superficial, previos los anuncios corres-
pondientes, durante otro plazo no menor de quince días, dentro del cual
podrán presentar sus reclamaciones los interesados.

Toda reclamación contra la estimación de superficies deberá ir acom-
pañada de medición suscrita por perito facultativo, si lo hubiere en Ja lo-
calidad.

La asignación superficial se reputará exacta y no será modificada cuan-
do no difiera en más del cuatro por ciento del resultado de la estimación
que la reclamación señale.

Cuando se promoviere reclamación y la extensión superficial del solar
no hubiera sido comprobada, se realizará esta operación, y si de ella re-
sultase la procedencia de la petición formulada, se tendrá por definitiva

(35) Ya se prevenía esta tramitación en el Decreto provisional de Haciendas loca-
les de 25 de enero de 1946, arfs. 88 y siguientes.
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la cifra correspondiente y la Administración rectificará la estimación prac-
ticada.

Si hubiera precedido comprobación administrativa y de ésta o de la
subsiguiente a la reclamación resultare divergencia que excediera el cuatro
por ciento arriba señalado, la Administración pondrá el liecho en cono-
cimiento del Tribunal económico-administrativo provincial para que de-
signe perito tercero y, una vez nombrado, la propia Administración se-
ñalará día y hora para la nueva medición, comunicándolo al interesado
a fin de que, si lo estima conveniente, asista a dicho acto con sn perito.

La medición practicada por el perito tercero, asistido del de la Admi-nis-
tracióny del particular del interesado, se tendrá por definitiva, sin que la
ausencia de este último la prive de eficacia (arts. 81-87 del Reglamento
de Haciendas locales).

Una tramitación semejante se requiere con el propietario si es un ter-
cer contribuyente (art. 88 del Reglamento de Haciendas locales) quien im-
pugne la superficie por creerla mayor, por lo que se trata de la defensa
del interés común, y no de reducir las cuotas de los demás contribuyentes
por el concepto de solares sin edificar, a lo más de no aumentar los gastos
presupuestados, o bien disminuir los ingresos registrando entonces en be-
neficio al resto de los contribuyentes del Municipio.

3." Realizada la estimación de valores de solares, se expondrán al pú-
blico, previos los anuncios de rigor, por tiempo no menor de quince días,
para conocimiento de los. interesados y presentación de reclamaciones.

A. toda reclamación ce deberá acompañar estimación valorada suscrita
por peritos y cuantos documentos considere conveniente aportar el intere-
sado para la mejor defensa de su derecho.

La evacuación de la Administración se reputará exacta y no será mo-
dificada cuando no difiera en más de un 7 por 100 del resultado de la
estimación que la reclamación señale.

Los propietarios podrán impugnar, además de la valoración de sus in-
muebles, la de los demás cuando estimasen que las evaluaciones de éstos
no se ajustan a las asignadas a los suyos.

La tramitación de las reclamaciones se atendrá al procedimiento mar-
cado para las deducidas contra la estimación de superficie y las reglas si-
guientes :

1." La tasación practicada por el perito tercero no podrá ser, en nin-
gún caso, inferior a la del perito del interesado.

2." Si el perito tercero estuviese de acuerdo con alguna de las tasa-
ciones anteriores, se tendrá por definitiva.

3.a Cuando el valor estimado por el perito tercero difiera de los dos
calculados anteriormente, la Administración, en vista de las tres evalua-
ciones razonadas, fijará, en el acuerdo cru*» al efecto adopte el valor,
en cantidad no superior a la máxima ni inferior a la mínima de las eva-
luaciones periciales.
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Nos parece incongruente esta decisión, pues para eso holgaba nombrar
perito tercero.

En los casos en que las estimaciones de superficie o de valores se fun-
den en las declaraciones de los propietarios, éstos no podrán reclamar, ni
aun a título de error padecido en la declaración, coiitra las estimaciones
del Avance coincidentes con sus propias manifestaciones, salvo error en
más de un 15 por 100.

Los acuerdos adoptados por la Administración en las reclamaciones
deducidas sobre estimación de superficies o de valores serán reclamables
ante el Tribunal económico-administrativo provincial.

A Jos efectos de las reclamaciones previstas y reguladas en la Ley de
Régimen local sobre el arbitrio de solares sin edificar se considerarán in-
teresados legítimos :

a) Los 'propietarios de los inmuebles comprendidos en el Avance del
Registro; y

b) Cualcpiiera de los contribuyentes por algún arbitrio o recargo.
Las reclamaciones a que se refiere el apartado b) que tienen un mar-

cado carácter popular solamente podrán versar sobre los siguientes ex-
tremos :

a) Inclusión de inmuebles que los reclamantes consideren indebida-
mente excluidos de la relación de solares;

b) Elevación de la cifra de extensión superficial, cuando la conside-
ren inferior a la verdadera, salvo estimación directa por la Administra-
ción; y

c) Estimación del valor asignado al solar, si lo juzgan menor del que
le corresponda.

Dichas reclamaciones no tendrán otro objeto que el de promover la
comprobación administrativa, que habrá de seguir necesariamente a la
prestación de aquéllas: por lo tanto, parece que no existe expediente
contradictorio con esta clase de reclamantes, como interesados indirectos
que son simplemente.

La matrícula anual de contribuyentes sometidos a este arbitrio se ex-
pondrá al público previo anuncio en el «Boletín Oficial de la Provincia»,
por plazo no menor de dos días, a efecto Ac rectificaciones sobre la cuota
ó los contribuyentes, si han sobrevenido modificaciones. E=tas no surti-
rán efecto en el mes que se produzcan, salvo caso de defraudación (artícu-
los 92-94, 97-100 y 104 del Reglamento de Haciendas locales").

3. Arbitrios sobre terrenos incultos.—Según la Base 49 de la Ley de
Kégimen local de 17 de jtilio de 1945 y artículos 612 y siguientes de la
Ley articulada, el arbitrio de los terrenos incultos que tenía carácter de
exacción de los Municipios, establecido y regulado en los artículos 308
y 408 del Estatuto municipal, pasa a ser exacción provincial.

La implantación en una provincia del arbitrio sobre terrenos incultos
exige Ja previa, pública y especial declaración de la existencia de estos
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terrenos en alguno o algunos de los Municipios que la integran, mediante
una información pericial.

Realizada la información, el Presidente de la Diputación anunciará
en el «Boletín Oficial del Estado», en el «Boletín Oficial de la Provincia»
y por los demás medios ordinarios en cada Municipio afectado, la fecha
desde la cual quede de manifiesto para que puedan examinarla los inte-
resados legítimos.

En el plazo de exposición y los quince días siguientes, la Diputación
admitirá las reclamaciones de los interesados legítimos.

Se entenderán como tales interesados.
a) Los propietarios o poseedores en concepto de dueños de los terre-

nos que figuren en Ja información; y
b) Los contribuyentes por cualquier otro impuesto provincial.
Transcurrido el plazo de admisión de reclamaciones, el Presidente

remitirá Ja información, las reclamaciones que se hubieren producido y
las aclaraciones y observaciones que la Diputación estime pertinentes al
Ministerio de Hacienda, y si éste entendiere que el expediente no se ajus-
ta a Jos preceptos de la Ley de este capítulo, informará de los defectos a
la Diputación provincial para que los subsane.

Ultimado el expediente, f.erá remitido al Ministerio de Agricultura
para que, en el plazo de dos meses, informe al Centro o Centros consul-
tivos correspondientes, los cuales podrán requerir informes de los servi-
cios provinciales íespoctivos, que en su caso será emitido por facultativo
distinto del que hubiere practicado la información pericial.

Devuelto el expediente al Ministerio de Hacienda, ptaclicará las in-
formaciones complementarias que estime convenientes y formulará pro-
puesta al Consejo do Ministros, que decidirá sin ulterior recur*o y de cuya
resolución definitiva se publicarán extractos, que redactará el Ministerio
de Hacienda, cu el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Boletín Oficial
de la Provincia» (art*. 158 y 159 del Reglamento de Haciendas locales).

Se considerará aprobada la información pericial por el silencio admi-
nistrativo durante un año.

Hecha \n declaración de terrenos incultos, la Diputación tendrá, res-
pecto de la imposición, administración y cobranza del arbitrio, todas las
facultades que en materia de exacciones provinciales conceda esta Ley de
Régimen local.

4. Conciertos gremiales.—La recaudación de los conceptos de la Con-
tribución de Usos y consumos, Tarifa quinta, cedidos a los Municipios, y
la de otras exacciones municipales o provinciales, en los casos no prohi-
bidos por Ta Ley de Régimen local, podrá realizarse por el sistema de
conciertos con los Gremios u Organismos en que se agrupen los indus-
triales.

La distribución de la cuota a repartir por el Gremio entre los contri-
buyentes puede =er objeto de reclamación.
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A tal efecto, dispone el Reglamento de Haciendas lócale' que las per-
sonas o Entidades incluidas en reparto por los Gremios fiscales que se
consideren perjudicadas por ej señalamiento de cuotas, podrán entablar
recurso de agravios, dentro de los quince días siguientes al de la exposi-
ción al público de aquel documento, ante la Junta gremial, que estará
constituida por un Concejal como Presidente, y como Vocales el Presi-
dente del Gremio, un clasificador, el Secretario de la Corporación y el
Interventor de Fondos o funcionarios en que deleguen.

La Junta resolverá, en término de un mes, previa audiencia del inte-
resado, y el reparto será definitivo y ejecutorio para todos los agremiados.

Las resoluciones de la Junta gremial tendrán carácter de acto admi-
nistrativo y serán impugnables ante el Tribunal económico-administrati-
vo provincial por los siguientes motivos :

a) Supuesto agravio absoluto, cuando se alegare infracción de bases
generales señaladas por el Gremio o carecer de la capacidad tributaria
prevista; y

b) Supuesto agravio comparativo con las cuotas asignadas a otros \i
otros agremiados.

En estas reclamaciones se dará audiencia a los Gremios fiscales.
Contra las resoluciones del Tribunal solo cabrá recurso contencioso-

administrativo, en única instancia, ante el Tribunal provincial.
Una acción más indirecta y objetiva es la ejercitada contra cuotas de

terceros por insuficientes y en daño no sólo de los reclamantes, sino de
otros agremiados, ya que repercute en el alza de sus cuotas la baja de la
de aquéllos. Por tanto, los agremiados podrán reclamar contra las cuo-
tas asignadas a los clasificadores y miembros de las Juntas gremiales y
sus familiares, en el caso de que fueren inferiores a las asignadas cuando
no ejercían dichas funciones.

C. CUENTAS.—Las cuentas de Presupuestos y de Administración del
Patrimonio de las Corporaciones locales las preparará y las redactará el
Interventor y .serán sometidas a la Comisión permanente, donde exista,
y, en su defecto, de una Comisión, compuesta de tres miembros, como
máximo, de la Corporación municipal, y a la Comisión de Hacienda y
Economía de la> Diputaciones, para que examinen dichas cuentas y jus-
tificantes y eleven su informe al Ayuntamiento o a la Diputación antes
del día primero de mayo.

Las Corporaciones locales expondrán al público, por quince días. las
cuentas, sus justificantes y el dictamen de Ja Comisión, durante cuyo
plazo y ocho días más se admitirán los reparos y observaciones que se
formulen por escrito, depurar los hechos o defectos aducidos y, oídas las
explicaciones o descargos de los cuentadantes, la Comisión emitirá nuevo
dictamen con propuesta de la resolución e indicación de responsabili-
dades que pudieran resultar exigibles.

El anuncio de exposición al público de las cuentas de Presupuestos y
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de Administración del Patrimonio, a que se refiere e] párrafo anterior,
se fijará en el tablero de edictos y se publicará en el «Boletín Oficial de
la Provincia».

Acompañadas del informe de la Comisión y de las reclamaciones y
reparos formulados, en su caso, se someterán las cuentas a la Corpora-
ción en pleno, para que puedan ser examinadas y aprobadas, si procedie-
re, dentro de los meses de mayo a agosto.

Las cuentas de Administración de Patrimonio serán definitivamente
aprobarlas por las Corporaciones, dentro del ejercicio económico en que
se hayan presentado, por el voto favorable de las dos terceras partes del
número de hecho de sus miembros y, en todo caso, por la mayoría abso-
luta legal; pero nada se dice sobre su exposición al público para oír re-
clamaciones, por lo que no es obligada la información a tal efecto.

Las cuentas del Presupuesto serán elevadas al Servicio nacional de
Inspección y Ascsoramiento antes del 15 de septiembre, aunque no hu-
biese recaído acuerdo de aprobación provisional (arts. 773-75, Ley Ré-
gimen local, y Reglamentos, 81, 82 y 83 Instrucciones de Contabilidad
de las Corporaciones locales, anexo al Reglamento de Haciendas locales).

XII.—PROCEDIMIENTOS PRFAIOS A LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS y A LAS
ACCIONES CIVILES.

1. Aun cuando al exponer el recurso objetivo de anulación en la ju-
risdicción contencioso-administratjva hicimos referencia al recurso de re-
posición, como trámite previo a aquél, exigible también antes de inter-
poner el recurso contencioso-'administrativo de previa jurisdicción, vol-
vemos sobre el tema para ilustración de las normas que aplican los pre-
ceptos al respecto de la Ley de Régimen local, por tratarse de procedi-
miento administrativo,, que encajan dentro de la rúbrica de este trabajo,
aun cuando se refiere también a la jurisdicción subjetiva extraña a la
técnica de la acción popular.

Los recursos de reposición se formularán por escrito, en forma clara,
con expresión de las razones que estime el reclamante, preceptos en que
las apoye y alcance de sus pretensiones, a fin de que la Corporación pue-
da examinar Ja resolución y confirmarla, revocarla o reformarla.

Sin embargo, los Organismos locales no podrán rechazar los escritos
en que se interpongan recursos de reposición aduciendo deficiencias de
fondo o de forma.

El recurso de reposición es voluntario si se pretende interponer el
económico-administrativo ante el Tribunal provincial, o el de multas. En
el recurso económico-administrativo es obvio, puesto que, como hemos
visto, se requiere de ordinario vina reclamación previa gubernativa para
provocar un acto administrativo de la Autoridad o Corporación local si
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la exacción es exigida por los agentes recaudadores, o porque lo preven-
ga el Reglamento de Haciendas locales, según ya examinamos contra pa-
drones, matrículas o repartos contributivos.

La interposición del recurso de reposición voluntario, en el debido
tiempo, interrumpirá Jos plazos para impugnar los acuerdos hasta que
se resuelva la reposición o quede tácitamente desestimada por el silen-
cio administrativo.

Todo interesado podrá presentar el recurso de reposición en la Secre-
taría de la Corporación, ante un Notario de la provincia, o en la Coman-
dancia del Puesto de la Guardia civil (art?. 357. 538 y 360 del Reglamen-
to de O. F. y R. J. de las C. L.).

2. Para ejercitar acciones civiles se requiere se reclame la pretensión
jurídica a la Administración local previamente.

Esta reclamación previa ante las Autoridades y Corporaciones podrá
interponerse en cualquier tiempo y habrá de formularse por escrito en
el que se fundamente Ja pretensión, que se entenderá d'enegada si no
recayese solución en el plazo de dos meses (art. 343 del Reglamento de
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones
locales).

X I I I . — E l - RECURSO DF AGRAVIOS EN MATERIA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL.

El recurso de agravios introducido por la Ley de 18 de marzo de 1944
es admisible ^contra actos del Ministerio de la Gobernación en materia
de Administración local, resolviendo las apelaciones de la Dirección Ge-
neral en cuestiones que al personal de éstas afecten, tanto en lo que
ge refiere a los procesos para ingresar en los Cuerpos de Administración
local, Secretario?, Interventores, Depositarios, Directores de Banda., cuan-
to al nombramiento y sanciones (arts. 335, núm. 4, y 336, núm. 5, Ley
de Régimen local, y 712, núm. 3. Reglamento de F. de A. L.), siempre
que no se trate de separación del Cuerpo o de Servicio—reservada al
Tribunal Supremo Contencioso-administrativo—de las tres primeras cla-
ses de funcionarios, hecha por la Dirección General de Administración
local, agotada la vía gubernativa.

Por lo que respecta al nombramiento de Secretario?, Interventores y
Depositarios de la Administración local, compete al Director General su
nombramiento entre los incluidos en una terna confeccionada por un
Tribunal colegiado, que lo hace otorgando una puntuación de los méri-
tos específicos de valoración absoluta, conforme al baremo figurado como
Anexo en el Reglamento de 30 de mayo de 1953 de Funcionarios de Ad-
ministración local, multiplicado por el coeficiente de valoración, cómpu-
to que oscila eutre 0,75 y 1,50, por lo que puede reducir o aumentar la
puntuación obtenida por los méritos específicos.
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El recurso de agravios es de carácter administrativo, o mejor dive-
mos gubernativo, por resolverlo el Consejo de Ministros, inapelablemen-
te, sin que obligue a seguir el dictamen del Consejo de Estado, por lo
que ni subjetiva ni objetivamente tiene carácter jurisdiccional ni conten-
cioso, ya que Ja parte se limita a la presentación del escrito recurrien-
do, agotada la vía ministerial, contra los actos de la Administración Cen-
tral, no existiendo proceso probatorio alguno, fuera del expediente y de
los documentos que reclame en oficio el Consejo de Estado, con arreglo
al artículo 23 de la Ley que lo organiza y regula, de 25 de noviembre
de 1944.

La relación de puntuaciones formada por el Tribunal calificador, así
como los nombramientos conferidos por el Director General de Adminis-
tración local, serán publicados en el «Boletín Oficial del Estado», a efecto
de notificación a todos los interesados en el concurso.

Cabrá interponer recurso de alzada ante el Ministro de Ta Goberna-
ción impugnando :

a>) La valoración de los méritos específicos de cualquier concur-
sante; y

b) Los defectos sustanciales de procedimiento que pudieran existir.
Tendrán personalidad para recurrir:
a) Contra la valoración de méritos específicos de un concurrente,

quienes hubieren solicitado la misma plaza; y
b) Contra los defectos sustanciales de procedimiento, cualquier con-

currente o Corporación afectada.
Los interesados tendrán derecho a examinar, por sí, en la Dirección

General de Administración local, durante los diez días hábiles siguien-
tes a la publicación de las resoluciones, todos los antecedentes relativos
a la valoración de los méritos específicos y la tramitación Corma] del
concurso.

Los recursos habrán de entrar en el Registro General del Ministerio
de la Gobernación dentro de los quince días hábiles siguientes a la pu-
blicación de las resoluciones impugnadas.

Las reclamaciones contra la valoración de méritos específicos serán
informadas por el propio Tribunal.

Competerá al Ministro de la Gobernación, a Ja vista de los recursos
interpuestos, y, en su caso, de las rectificaciones de puntuación, confe-
rir los nombramientos definitivos, confirmando o revocando cuantos re-
sulten automáticamente afectados por los recursos.

La resolución definitiva será publicada en el «Boletín Oficial del Es-
tado» (arts. 199-20J deF Reglamento de Funcionarios de Administración
local).

Aunque el recurso de agravios sea en principio objetivo, en cuanto
puede fundarse en vicio de forma o infracción de una ley, un reglamento
u otro precepto administrativo (art. 18 marzo 1944). por cualquier in-
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teresado, resulta subjetivo (36) si se lesiona un derecho subjetivo, verbi-
gracia, una sanción indebida del funcionario de la Administración loca],
o si habiendo varios interesados en un concurso para prever las aludidas
plazas, renuncian a no interponer el recurso casi todos lo? concursantes,
quedando uno *olo interponiéndolo, con mejor derecho a figurar en la
terna que otro, o si ya figura, para pedir la exclusión de un tercero y la
inclusión ie otro, con más derecho, o sea solicitando el restablecimiento
de la legalidad.

\un cuando el artículo 339 de la Ley de Régimen local dice que la
resolución del Ministerio de la Gobernación en los concurso; de funcio-
narios de la Administración local no será objeto de recurso alguno, se
sobreentiende el ¡ruberantivo de apelación; pero no el de agravios, intro-
ducido por una ley votada en Cortes, que sólo podrá derogar la Ley de
Bases de Ré-iimen local, pero no un precepto de la articulada dimanado
solamente del Poder ejecutivo.

También decía el artículo 6.°. párrafo 2.°, de la Ley d.̂  23 de no-
viembre de 1940, que no se admitía recurso alguno contra las decisiones
del Ministerio de la Gobernación resolviendo apelaciones de la Dirección
General de Administración local, en la resolución de concursos de Secre-
tarios, Interventores y Depositarios, y sin embargo, el Consejo de Esta-
do ios admitió (37).

SERRANO GUIRADO (38) sostiene admisible el recurso no sólo cuando
se baya dictado en el ejercicio de facultades regladas—como lo es la for-
mación de la terna aludida en el texto—, sino cuando se cause agravio
con motivo de la aplicación de resoluciones acordadas en virtud de¡ fa-
cultades discrecionales. Equivale a admitir el recurso por desviación de
poder, tesis no disparatada, puesto que resuelve el máximo órgano po-
lítico-administrativo de la Nación (el Consejo de Ministros), no el Poder
jurisdiccional, lo cual pugnaría con la doctrina de separación de porle-

(361 Vid. MARTÍN USERO. Revisibüidad de las resoluciones de ht Administración
sobre personal, «Revista de Estudios de la Vida Local», 1950, núni. 51, págs. 355-58; y
VILLAR ROMERO. Los.recursos de agravios en el Derecho español, «Rev. General de Le-
gislación y Jurisprudencia», febrero 1948. págs. 157-58; Sepárala, págs. 29-30. Contra-
ponemos lo subjetivo a lo objetivo, mejor que la anulación a la plena jurisdicción,
puesto que en ésta «iempre se anula un acto administrativo, si bien expresa o implí-
citamente ?e reíonoce el derecho negado, pero anulado, a persona concreta; de esta
forma es obvio diferenciar el derecho subjetivo de anulación del de plena jurisdicción
según la tesis de GARRIDO FALLA, El recurso subjetivo de anulación, REVISTA DE ADMI-
NISTRACIÓN PÚBLICA, mayo-agosto 1952, núm. 8, págs. 179 y ss.

f37) Véase la O. df 19 de septiembre de 1952 («B. O.» 19 septiembre 1952, núme-
ro 263), resolviendo recurso de agravios en concurso de Secretario de Ayuntamiento,
apreciando uno de sus Considerandos el carácter reglado de los mismos.

(38) El concepto de personal en el recurso de agravios, «Revista de Estudios Po-
lítico."), vol. XXVIII. núm. 48. nov.-din. 1949.
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res. Sin embargo, debe fundarse, como hemos visto, en la infracción de
Derecho objetivo, originare o no una lesión de derecho subjetivo.

Otra cosa es que para dictar el acto discrecional se requiera un pro-
cedimiento reglado o una tramitación especificada en norma administra-
tiva. Entonces puede admitirse e\ recurso de agravios por infracción de
ley o vicio de forma—que presupone una disposición de carácter gene-
ral—, aunque las resoluciones tengan carácter discrecional. Así lo reco-
noce la Orden de 26 de noviembre de 1947 («Boletín OficiaJ del Estado»
niím. 203, de 1948) (39).

SABINO ALVAREZ-GENDIN
Catedrático de Derecho Administrativo.

(39; Citado por ZAKZALE.IOS ALTARES, «Revista General de Li-jiislaiión y Juri>pru-
delicia», mayo 1950, núm. 5, pág. 631. Vid. VILLAR ROMERO, artículo y Revista citados,
pág. 158; separata, pág. 30.
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